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Señores miembros del jurado: 
 
El presente tema de investigación titulada “Criterios del juez al evaluar el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en el 
Distrito Judicial de Lima Norte.2016”, la misma que se pone a vuestra 
consideración con el propósito de establecer criterios judiciales en la 
determinación del peligro de fuga al momento de aplicar la medida de prisión 
preventiva, en concordancia con los criterios ya establecidos en normas 
supranacionales como a nivel nacional, pues el presente tema de investigación es 
de vital importancia ya que en la práctica judicial hay diversidades de criterios en 
relación al determinar el presupuesto del peligro de fuga, ya que la norma penal 
solo lo enumera y no lo desarrolla dando lugar a criterios de discrecionalidad a los 
magistrados que muchas veces estas pueden subjetivos o arbitrarios, 
vulnerándose así derechos fundamentales de los procesados.  
 
Que, en cumplimiento con el reglamento de grados y títulos de la Universidad 
Cesar Vallejo, la investigación se ha elaborado en tres capítulos, que el primer 
capítulo: está conformada por la introducción en la cual se consignan la 
aproximación temática, trabajos previos o antecedentes, teorías relacionadas o 
arco teórico y  la formulación del problema, la misma que establece el problema 
de investigación, los objetivos y los supuestos jurídicos tanto generales como 
específicos; El segundo capítulo: conformada por el marco metodológico que 
argumenta el trabajo de investigación como una investigación desarrollada con un 
enfoque cualitativo, tipo de estudio básico orientado a la comprensión a la luz del 
diseño de las entrevistas, análisis de casos, análisis jurisprudencial y normativo; 
Finalmente el tercer capítulo: se muestran los resultados, conclusiones y 
recomendaciones en relación al presente tema de investigación, todo ello con 
respaldo bibliográfico y de las evidencias contenidas en el anexo del presen te 
tema de investigación, la cual someto a vuestra atención y esperando cumplir con 
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La relevancia jurídica del presente trabajo de investigación, se destaca en 
establecer “Criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva del Distrito Judicial de Lima Norte.2016”, ya que 
en la práctica judicial existen distintos criterios por parte de los magistrados, 
asimismo establecer algunos criterios brindados tanto por la doctrina y 
jurisprudencia nacional e internacional, en esa misma línea ayudar a conocerlos 
para mejorar la práctica judicial. Para ello emplearemos un tipo de investigación 
cualitativa, y como instrumento se utilizara las entrevistas a profesionales de 
derecho como: Fiscales, Asistentes de Función Fiscal y Abogados expertos en 
materia Penal, del distrito judicial de Lima Norte, asimismo el análisis de 
expedientes de 08 autos de prisión preventiva de la audiencias realizadas en el 
Juzgado de Turno Permanente de Lima Norte del año 2016, con la finalidad de 
poner en conocimiento al lector una serie de criterios judiciales respecto del tema 
objeto de investigación aproximadas a la práctica real y su importancia de poder 
instaurar cambios en la administración de justica de nuestro país. 
 
Palabras Claves: Prisión preventiva, peligro de fuga, libertad personal, test de 


















The legal relevance of this research work is highlighted in establishing "Criteria of 
the judge when evaluating the budget of flight risk to determine the preventive 
detention of the Judicial District of Lima Norte.2016", since in judicial practice there 
are different criteria for part of the magistrates, also establish some criteria 
provided by the national and international doctrine and jurisprudence, along the 
same line help to know them to improve judicial practice. For this we will use a 
type of qualitative research, and as an instrument we will use interviews with legal 
professionals such as: Prosecutors, Fiscal Function Assistants and Expert 
Criminal Lawyers, from the judicial district of Lima Norte, as well as the analysis of 
08 car records of preventive custody of the hearings held in the Permanent Court 
of Lima North of 2016, in order to inform the reader a series of judicial criteria 
regarding the subject matter of investigation approximated to the actual practice 
and its importance of power establish changes in the administration of justice in 
our country. 
 
Key words: Preventive prison, danger of flight, personal freedom, proportionality 


































En el marco de la Jurisprudencia Internacional, se han establecido pactos, 
tratados, protocolos como: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP), más adelante (PIDCP o El Pacto); La Comisión Europea de Derechos 
Humanos, en los siguiente (CEDH o La Comisión;) La Corte Europea de 
Derechos Humanos, más adelante (TEDH); y el Estatuto o Reglamento de Roma 
entre otras. Todos ellos en relación a la utilización de la medida cautelar de 
prisión preventiva. 
 
 La jurisprudencia internacional ha establecido que la institución de prisión 
preventiva, es la medida cautelar que restringe la libertad personal del imputado, 
que está siendo investigado por un presunto hecho delictivo, sin sentencia 
condenatoria, la misma que es considerada como la más riesgosa que puede 
adoptar un ordenamiento jurídico y que su utilización debe de última ratio y no la 
regla general. 
 
En Latinoamérica, según el informe efectuado por CIDH; se analizó lo siguiente: 
que la utilización de este precepto legal, en los últimos quince años viene siendo 
un problema crónico su uso excesivo, con preocupación en la atención y 
resguardo de los derechos fundamentales de los procesados, pues su uso viene 
ocasionado un gran acrecentamiento o incremento de la población penitenciaria, 
provocando una disfuncionalidad del régimen de justicia penal (Informe Corte IDH, 
2013, p. 18).  
 
Es decir, las condiciones inaceptables de hacinamiento o sobre poblamiento en 
las cárceles entre los procesados y condenados o sentenciados, asimismo de los 
15 países de Latinoamérica, el 65 % hacen uso excesivo de esta medida, por 
ejemplo el estado Boliviano, reporta mayor índices de la utilización de la prisión 
preventiva y a ello también se suma el Perú, (Informe CIDH, 2013, p. 18). 
 
Se ha detectado deficiencias orgánicas o estructurales de los órganos de justicia 
penal, como son los diversos criterios o fórmulas legales que utiliza el legislador 
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para la determinación del peligro de fuga, acerca del arraigo del procesado, la 
gravedad del hecho delictivo, la probabilidad de una pena, u obstaculización de 
fuentes o medios de prueba (Informe Corte IDH, 2013, p. 40). 
 
En ese sentido la CIDH, es concordante, con CEDH, fijando que el peligro de 
fuga, no debe emplearse como criterio rector, por una sola sospecha, o indicios 
que no son suficientes para cumplir el requisito que configure el peligro procesal. 
 
 Según el informe los problemas críticos es la carencia de idoneidad operante de 
los magistrados, el procedimiento de los agentes policiales, agentes de 
investigación, la escasez de independencia, infraestructura de las defensorías 
públicas, y la influencia de la presión mediática o por miedo a ser inhabilitados o 
(Informe CIDH, 2013, p. 41). 
 
Por su parte la Comisión, ha establecido recomendaciones a los países de 
Latinoamérica, fomentándose medidas correctivas del rezago procesal y el 
fortaleciendo los sistemas de justicia; implementando una estricta fundamentación 
sobre los criterios de valoración acerca del peligro o riesgo de fuga, y la ejecución 
del tiempo máximo legal de aquella medida. 
 
El Tribunal Constitucional más adelante TC, en su disposición determina que es la 
restricción del derecho a la libertad personal, que el amparo de esta subyace la 
validez de otras libertades, es por ello la excepcionalidad de esta medida, y no la 
regla general (Exp. Nº 3357-2003–HC/TC). 
 
Es decir que su utilización debe realizarse en cuanto a su finalidad que persigue 
netamente de aseguramiento procesal y no verse como una pena anticipada. 
 
En ese sentido esta medida debe determinarse a partir de un análisis de los 
presupuestos en conjunto y las circunstancias tanto al inicio y durante del 
proceso, las mismas que estén vinculadas con la conducta y moralidad del 
acusado, su actividad, posesiones, lazos familiares, etc. concluyéndose en un alto 
grado de objetividad (Expediente Nº 01555-2012-PHC/TC). 
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El Instituto Nacional Penitenciario INPE, refiere que existe un incremento 4% de la 
población penitenciaria durante 2015, que, si el hacinamiento carcelario supera 
más del 20% de su capacidad, En la ciudad de Jaén se destaca en primer lugar 
porque existe un sobre poblamiento de 534%; En cambio el establecimiento 
carcelario de damas de la Concepción, siendo un espacio para 60 reclusos que a 
la fecha es habitado por 8 reclusos. 
 
La situación jurídica, es otra variable porque a la fecha hay 49,84% procesados y 
condenados el 50,16% en relación al total del poblamiento carcelario (Informe 
estadístico penitenciario, 2015, pp. 4-10). 
 
La crítica es sin duda la disfuncionalidad del régimen de justicia, y una realidad 
preocupante, es decir que existe la advertencia de una sobrepoblación o sobre 
poblamiento carcelario, que ante ello reprochamos ya que consideramos que es 
un maltrato inhumano para los internos. 
 
La Defensoría del Pueblo, hace referencia al análisis del C.E.J.A, que fueron un 
integro de 112 audiencias desarrolladas, en siete distritos judiciales como: 
Arequipa, Cusco, Huara, La Libertad, Lambayeque, Piura y Tacna; donde advierte 
el uso indiscriminado de este precepto legal por parte de los jueces, en base a la 
valoración del peligro de fuga u obstaculización de las fuentes de prueba (Informe 
N° 154/2011/DP, 2011, pp. 189-190).  
 
Es decir que urge la aplicación de una metodología distinta a esta y no de una 
reforma procesal. 
 
En un estudio financiero realizado en el Perú en el 2011, se calculó el coste 
habitual para el país, al sostener a un preso en prisión preventiva, obteniendo 
como costo cotidiano de S/ 22.000 soles, que sustentar a los moradores 
carcelarios de 34,508 encausados por prisión preventiva, el importe habitual es: 
S/. 759,176 Soles, equivalentes a $.271, 134 en moneda extranjera, 
representando anualmente en un gasto total de S/.  277. 099. 240 Soles. 
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Por otro lado, el gasto colectivo, es: S/. 51.4 soles se calcula de un universo de 
residentes carcelarios de 34,508 el coste habitual es de S/. 1, 773,711 N/S y de $ 
633,468 en moneda extranjera, anualmente es de S/. 647, 404,515 N/S y de $ 
231, 215,898 en moneda extranjera. Recayendo lo gastos al Estado, a los presos 
y familiares (Informe CIDH, 2013, p. 54). 
 
Consideramos que el uso excesivo de esta institución, viene siendo un dilema en 
distintos países de Latinoamérica, como el Perú, que a pesar de la vigencia del 
Código Procesal Penal de 2004, más adelante CPP, existen datos indicativos de 
su realidad, por diversas técnicas interpretativas que utilizan los operadores de 
justicia, y el uso desmedido de esta institución, causa problemas en atención a los 
derechos fundamentales, como también al sobre poblamiento en las cárceles 
pues estas generan gastos económicos, sociales, familiares, etc.   
 
Consideramos que este instrumento legal, es el más delicado, porque restringe 
derechos o libertades de los imputados en un proceso penal, es por ello la 
importancia del presente objeto de estudio titulado “Criterios del juez al evaluar el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en el Distrito 
Judicial de Lima Norte. 2016”. 
 
El propósito de la presente investigación es presentar una visión panorámica, de 
la práctica judicial en relación a los criterios que utiliza el juez para evaluar el 
presupuesto del peligro fuga para determinar la prisión preventiva, con la finalidad 
de poner en conocimiento al lector una serie de reflexiones aproximadas de su 
práctica real y su importancia de implementar cambios en la administración de 











Valderrama (2015) señala que son estudios realizados por otros autores en años 
anteriores, con vinculación directa con el trabajo de investigación, de preferencia 
con una antiguedad de 05 años, estas se encuentran en bibliotecas, repositorios, 
artículos científicos, tesis, etc. las mismos deben guardar relación con las 
variables para mayor soporte a la formulación de los supuestos (p. 142). 
 
Es decir que son todos los trabajos de investigación preexistente al nuestro y que 
están relacionados con los objetivos del tema de investigación, para ello es 
indispensable dar a conocer los diferentes trabajos presentados anteriormente por 
distintos autores en relación a la presente investigación, en ese sentido a 
continuación presentaremos los siguientes: 
  
Trabajos previos nacionales 
 
Muñoz (2016) en su tesis titulada “Valoración del arraigo en la prisión preventiva 
en los delitos de robo agravado por los juzgaados penales del distrito de Lima 
Norte 2015” sustentada en la Universidad César Vallejo para optar el grado de 
Abogado mencionó que la prisión preventiva, es la medida la más excesiva de 
una sistema de justicia, basada en presupuestos de peligro procesal, pero dentro 
de ellos, el más delicado son la valoración de los arraigos tanto familiar, de 
domicilio y laboral, siendo necesarios que el procesado demuestre o acredite un 
lugar de permanencia y que este se encuentre vinculado siempre en función a 
personas y cosas. 
 
La realidad peruana es la demostración del arraigo laboral, requiriendo una 
exhaustiva valoración entre un trabajador formal e informal y los instrumentos y 
tiempos para su actuación, incidiendo en una rigurosa evaluación del peligro del 
peligro de fuga para determinar la prisión preventiva. 
 
Pérez (2014) menciona que los presupuestos del peligro de fuga se fundamentan 
en los arraigos según el vínculo familiar del imputado, sus dependientes en 
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territorio nacional o en el extranjero, asimismo su incidencia económica, del 
cuantun o gravedad de la pena a imponerse, su valoración de ser analizada en 
razón a varios elementos, incluso valores morales por encontrarse en ámbitos de 
discrecionalidad. 
 
Si estos se fundan en criterios penológicos se estarían entrando en ámbitos de 
culpabilidad, recomienda una doble valoración con otras circunstancias; del daño 
resarcible considera que la admisión de este criterio se configuraría criterio de 
índole civil.  
 
La crítica es que un elemento patrimonial no justifica la privación de la libertada de 
una persona, de la conducta del imputado en otro proceso y durante el mismo, 
considera que es un criterio sustancial en base a la conducta del procesado en el 
pasado recomienda su valoración en sentido positivo nunca en sentido negativo y 
otros factores al momento de la imposición de la prisión preventiva. 
 
Fernandez (2013) en su tesis titulada “la prisión preventiva su validez y eficacia en 
la investigación preparatoria frente al principio de presunción de inocencia” fue 
sustentada en la UPAO, para obtener el grado académico de Maestro en Derecho 
Penal, refiere que el arraigo domiciliario es el lugar donde el imputado convive con 
su familia, asimismo este debe acreditar que ellos se verán perjudicados si él se 
aleja del hogar, porque dependen económicamente de este, es por ello la 
importancia su permanencia en la localidad. 
 
El criterio del comportamiento del imputado, considera que hay una urgente 
necesidad de eliminar márgenes de errores al momento de su valoración 
automática con la reincidencia y habitualidad.  
 
Loza (2013) menciona que el principio de inocencia es una garantía de libertad y 
trato de inocente, contraria a la prisión preventiva de aplicación excepcional, 
subsidiaria, adoptada mediante fallo judicial debidamente motivado, advierte que 
aún existen prácticas inquisitivas sobre el uso excesivo vulnerando principios de 
excepcionalidad, proporcionalidad, convirtiéndose en penas anticipadas, 
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generando masas de presos sin condena, esta mala praxis debería ser 
desterrado. 
 
Trabajos previos internacionales 
 
Lopez (2011) en su tesis titulada “Estudio jurídico del peligro de fuga en la 
legislación procesal penal guatemalteca” sustentada en la Universidad de San 
Carlos de Guatemala Facultad de Ciencias jurídicas y sociales para optar el grado 
de licenciado quien arribó a la conclusión que el peligro de fuga, es considerado 
como el presupuesto más peligroso basado en el fundamento de que el 
procesado asistirá al juicio penal y en efecto no realiza ninguna maniobra para 
impedirla, su valoración debe hacerse en datos objetivamente reales del futuro 
proceder en el proceso del imputado.  
 
Asimismo señala que problemas usuales son cuando la defensa técnica intenta 
de acreditar el arraigo, mediante los certificados de trabajo por la persona jurídica 
y natural, en su mayoría de casos los certificados otorgados por la primera 
resultan menos cuestionables que la segunda ya que para unos jueces le dan un 
alto mérito probatorio y otros no le prestan importancia alguna, pues el Juez, en 
colaboración con la Policía Civil, coligen si dichas cartas notariales o de 
referencias personales son ciertas contrario census bajo apercibimiento de ser 
denunciados.  
 
Cuestiona el autor ya que es irrisoria por su cultura de informalidad y que esto 
denota un riesgo y pérdida de tiempo cuando el juez puede oficiar al sistema 
financiero para el informe de esta,  
 
Otro elemento álgido el daño resarcible porque el peligro de fuga, no debe 
condicionarse a cantidades de dinero, porque no es el mismo criterio para una 
persona dedicada a negocios formales con grandes cantidades de ingresos que 
otros que perciben de sus labores esporádicas, pues considera que este 




Fernández (2013) en su tesis doctoral titulada: “correcta interpretación y 
aplicación de las medidas cautelares personales: la detención preventiva” 
sustentada en la Universidad Autónoma de Nuevo León, arribo a la conclusión 
que para la determinación del peligro de fuga, se fundamenta en el arraigo, 
cuando el imputado o procesado no tiene razones ni responsabilidades para 
mantenerse en el lugar donde se lleva a cabo el proceso y este pueda eludir la 
acción de la justicia, en cuanto a las facilidades o capacidad del procesado para 
abandonar el país el criterio es la condición económica y la conexión con las 
organizaciones criminales en el extranjero, o actos preparatorios. 
 
Con respecto a los criterios la conducta del imputado en un proceso anteriormente 
aquí es determinante si este se fugó y se ordenó su captura para determinar la 
existencia de un peligro de fuga, asimismo en cuanto a que el imputado tenga 
rechazos de reparar el daño económico ocasionado al Estado y que, además, la 
evidencia de las facilidades para abandonar el país con el uso de esos fondos 
presuntamente ilícitos. 
 
Finalmente se debe tomar en cuenta por haber sido condenado en primera 
instancia ya que esa situación puede aparecer o aumentar el peligro de fuga, 
estos criterios deben evaluarse en sentido estricto, objetivamente con la finalidad 
de asegurar el proceso penal. 
 
Monge (2012) en su tesis de posgrado titulada “Prisión preventiva y principio de 
presunción de inocencia un intento por problematizar la discusión” para optar el 
grado de licenciado, llego a la conclusión que la prisión preventiva, es la medida 
de restricción de la libertad ambulatoria de las personas, previamente del fallo 
condenatoria, considerada por su finalidad eminentemente procesal; que al 
momento de su aplicación se trata como una sanción procesal ante una falta 
procesal, basándose en una medida de aseguramiento procesal ante la 
inseguridad de huida del imputado, obstaculización de prueba y repetición 





Bedón (2010) en su tesis de pre-grado titulada “Medidas cautelares: especial 
referencia a la prisión preventiva en la legislación penal ecuatoriana” sustentada 
en la Universidad Técnica de Cotopaxi, para optar el título de abogada quien llegó 
a la conclusión que la fundamentación de las resoluciones judiciales, son 
garantías básicas de un debido proceso, exigiendo a los órganos judiciales que 
deben fundamentar de forma clara y precisa los presupuestos o fundamentos  de 
su imposición, que no basta con alegar el peligro de fuga, sino que hay que 
enumerarlas, describirlas, explicarlas, siendo estas objetivas y así descartar 
cualquier arbitrariedad.  
 
Llobet (2009) en su artículo titulado “La prisión preventiva y la presunción de 
inocencia según los órganos de protección de los derechos humanos del sistema 
interamericano” refiere que el presupuesto más delicado de la prisión preventiva 
es el peligro de fuga, debido a que la norma penal no determina, ni establece 
criterios tasados, porque son enumerativos, es decir deducción o aplicación 
automática o instantánea limitando la valoración de elementos en sentido estricto; 
antagónicamente deja una flexible y amplia discrecionalidad por parte del órgano 
jurisdiccional en su actuación, porque él debe analizar en un marco de principios 
constitucionales, preceptos, etc.  
 
Considera examinar en conjunto según el caso concreto, además debe motivar 
las razones de su decisión, esta flexibilidad de discrecionalidad sin duda puede a 
llevar diversos preceptos o criterios al momento de su apreciación o valoración 
que ante su infracción se violaría la presunción o suposición de inocencia, 
resultando incompatibles con el Estado de derecho. 
 
Teorías relacionadas al tema 
 
Principio de presunción de inocencia 
 
Villegas (2016) recuenta que en los siglos XVII Y XVIII, en Europa, el proceso 
penal era cruel, desproporcional e inhumano, propio de un sistema inquisitivo, 
debido a que el delincuente era considerado como pecador, pero este panorama 
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cambio a la segunda mitad del siglo XIII, gracias a la influencia de corrientes 
filosóficas como del marqués Beccaria; que sostenía que una persona no debe 
ser denominada culpable antes de una sentencia, ni la sociedad debe 
desprotegerlo sino hasta que se demuestre lo contrario (pp. 163-171). 
 
Es decir, era una época en que el juez arbitrariamente nombrado por el rey 
ostentaba todo el control, pero por el lado el delincuente, era considerado como 
pecador que debía confesar su infracción no ante Dios, sino ante los hombres por 
ende su culpabilidad gozaba con beneficios sobre la pena, contrario census era 
sujeto a una investigación, consistiendo en preguntas engañosas o capciosas, 
con la finalidad de entrar en contradicciones. 
 
En los casos de delitos mayores, estos eran sometidos a la práctica del tormento, 
mediante el dolor, temor, miedo al uso de una tortura. Sin duda alguna era una 
época arbitraria cimentados en presunciones e indicios de culpabilidad. 
 
Pues este criterio evolucionó desde la segunda mitad del siglo XIII, por corrientes 
filosóficas como el marqués Beccaria, sosteniendo que una persona no debe ser 
denominada culpable antes de una sentencia, y que la sociedad debe 
desprotegerlo sino hasta que se demuestre lo contrario. 
 
Estas ideas de revolución ocasionaron un cambio de sistema liberal, traspasando 
fronteras como en Europa y Francia, teniendo una aceptación unánime sobre la 
idea humanitaria y el rechazo de un sistema arbitrario, dejando de lado la 
acepción de culpable, sino que se partía de la dignidad de la persona basado en 
principios humanitarios. 
  
Llobet (2016) sostiene que en la doctrina existen varias posturas sobre este 
principio de presunción de inocencia, siendo antagónicamente sostenida por dos 
escuelas, la clásica y la positivista (pp. 70-80). 
 
Es decir, según la doctrina tenemos como defensor de la primera escuela a 
Francesco Carrara, que se basaba en tres propósitos: i) La seguridad de la 
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sociedad frente a la delincuencia, ii) La seguridad de los honestos frente a la 
autoridad, iii) la seguridad del malhechor frente al estado o autoridad, en el 
sentido que no se juzgue más allá de lo requerido. 
 
Por otro lado, fue la segunda escuela positivista de la criminología Italiana, siendo 
sus defensores Cesare Lambroso, Raffaelo Garafalo y Enrico Ferri, el primero 
sugirió el total rechazo, asimismo Filippo Grammatica, sostenía que este principio 
no tiene espacio a futuro para la seguridad de la comunidad, porque el imputado 
es bien social o antisocial, y si recae en lo segundo debe permanecer en la cárcel.   
 
En cambio, para Garofalo, considera que este principio desgasta la actuación 
penal de una comunidad, porque es un obstáculo y un beneficio para el imputado 
con posibilidad de obtener su libertad ocasionando un peligro para la sociedad, o 
a la víctima. 
 
Para Enrico Ferri, consideró que este principio, es relativo sosteniendo en que 
toda persona es honrada mientras no se demuestre lo contrario, y que los 
malhechores son minoría a comparación del universo de gente honrada. 
 
Villegas (2016) considera que es un principio básico, fundamental que tiene el 
imputado en un proceso penal, su principal propósito es de intervenir o limitar la 
actuación del Estado, en cuanto al empleo del Ius Puniendi (p. 195). 
 
Es decir que la presunción de inocencia protege al imputado frente a los posibles 
actos arbitrarios del Estado, por ello resulta incompatible con la medida de la 
prisión preventiva, y que la presunción de inocencia, guarda estrecha relación con 
el derecho de libertad personal en el proceso penal. 
 
Este principio también está establecido en el artículo 11. 1º por la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en los siguientes DUDH, que toda persona que 
se encuentra en un procedimiento penal, tiene derecho a que se presuma 
inocente hasta que se pruebe su culpabilidad, conforme a las leyes establecidas, 
mediante juicio público con todas las garantías necesarias para su defensa. 
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Nuestro ordenamiento jurídico también es concordante con estos instrumentos 
internacionales, en la protección de los derechos humanos, de acuerdo a lo 
establecido en el art 2º, inciso 24º de la Constitución, que establece que toda 
persona en principio se le debe considerar como inocente hasta que no se 
declarado judicialmente su culpabilidad.  
 
Como podemos observar en la doctrina explican ampliamente sobre el tratamiento 
de este principio, que, si bien es cierto que ante un hecho delictuoso existe un 
presunto autor del hecho material, pues su tratamiento debe ser siempre como 
inocente, hasta que se determine por la autoridad judicial lo contrario o su 
culpabilidad. 
 
Es decir que debe existir un doble tratamiento en principio la efectividad del 
proceso penal con el respeto a los derechos fundamentales, asimismo es 
importante resaltar que este principio no es absoluto, sino que es relativo es decir 
que su tratamiento parte de una presunción iuris tántum y no una presunción 
absoluta, que para que esta sea desvirtuada es necesaria una cierta valoración de 
pruebas y circunstancias.  
 
Principio de proporcionalidad 
 
Este principio se encuentra establecido en el último párrafo del art. 200º, de la 
Constitución, consagrado como un principio general en nuestro ordenamiento 
jurídico básicamente limita el ejercicio estatal de control no solo al legislador 
también a todos los poderes del estado en su actuación, especialmente los 
vinculados con los derechos fundamentales (Constitucion Politica, p. 51). 
 
Es decir que este principio tiene mayor relevancia en el ámbito del Derecho Penal, 
de acuerdo a lo enunciado en el CPP de 2004, en su art. VI del Título Preliminar. 
 
“[…] El fallo judicial debe sustentarse en suficientes elementos de convicción, […] 




Asimismo, el art. 203.1º del mismo cuerpo normativo señala. 
 
“Las medidas que disponga la autoridad, […] deben realizarse con arreglo al principio 
de proporcionalidad […]”. 
 
En el mismo sentido el art. 253.2º del mismo código adjetivo penal que señala. 
 
“La restricción de un derecho fundamental […] se impondrá con respeto al principio 
de proporcionalidad […]”. 
 
De acuerdo a lo expresado este principio se comporta como un mecanismo de 
control, por lo tanto, los operadores de justicia, deben encontrar una vinculación 
adecuada entre la gravedad y la importancia del delito.  
 
Sanguine (2003) refiere que el principio de proporcionalidad, al momento de 
aplicar la prisión provisional, tiene como finalidad solucionar una controversia 
entre la libertad individual y la seguridad del individuo, es decir que el juez, debe 
equilibrar o delimitar un punto medio no matemáticamente hablando sino 
evaluando desde de un jerarquía de valores o principios constitucionales, como el 
principio supremo del favor libertatis (p. 433). 
 
En efecto los derechos fundamentales, no son absolutos sino relativos, por lo 
tanto es importante exhortar a los operadores de justicia, que al momento de 
evaluar el dictado de la prisión preventiva, deben hacerlo a través de una 
valoración estricta, sobre los hechos materia de imputación y el daño ocasionado 
al bien jurídico protegido para equilibrar la intensidad de la medida y la 
transcendencia del peligro de procesal 
 
Asimismo, en el art. 7. 3º, la CIDH, ha establecido que ninguna persona puede ser 
sometida a detención por prácticas ilegales o arbitrarias, por lo tanto, es 
importante hacer un equilibrio entre la medida de coerción y el peligro procesal. 
 
Villegas (2016) menciona que para poder considerar que una medida de coerción 
es proporcional, es necesario al momento de utilización se supere el test de 
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proporcionalidad, que se descomponen en juicio de idoneidad, necesidad y de 
proporcionalidad (p. 241). 
 
Juicio de idoneidad 
 
Del Rio (2016) señala que una medida es idónea cuando alcanza un propósito 
perseguido por el Estado (p. 46). 
 
Es decir que toda limitación de derechos fundamentales, debe ser adecuada para 
obtener un fin legítimo por el Estado, en consideración a una doble valoración, 
primero que toda medida que tiene intervención en lo derechos fundamentales 
debe ser relevante y tener un fin legítimo, segundo que la medida debe ser idónea 
para conseguir tal finalidad. 
 
En el ámbito de la prisión preventiva, es importante recalcar su finalidad que es 
asegurar el éxito del proceso penal, es decir que el imputado no evada la acción 
del ius puniendi o la obstaculice las fuentes de prueba, es decir una finalidad 
netamente cautelar legitima, es decir que esta medida es idónea, porque en 
efecto se daría la prisión del imputado, y con esto se impediría tal injerencia de 
este en el proceso, pero en la realidad nos demuestra que no siempre asegura, 
para ello lo explicaremos más adelante. 
 
Juicio de necesidad 
 
Villegas (2016) refiere que es conocido como juicio de subsidiaridad, alternativa o 
de minina intervención, tiene mayor relevancia al momento de imponer entre 
todas las medidas que resultan idóneas en utilizar la menos gravosa o de menor 
grado de limitación de los derechos fundamentales de la persona humana (p. 246) 
 
Es decir, utilizar la medida menos aflictiva o lesiva entre todas las medidas 
idóneas que existen en un ordenamiento jurídico y su prohibición de utilizar una 
medida gravosa en los casos que exista un medio alternativo que puede llegar a 
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cumplir la finalidad perseguida por el Estado, porque de lo contrario sería 
injustificado o excesivo. 
 
De acuerdo a lo establecido en el numeral 3 del art. 253º del CPP, que la 
limitación de un derecho fundamental será cuando fuese indispensable […]”. Es 
decir que la limitación de un derecho fundamental solo debe ser fijada cuando 
esta sea imprescindible y no sustituible con otra medida de semejante eficacia, 
pero menos lesiva que esta, en el caso que esta medida desaparezca esta debe 
desaparecer o ser sustituida por otra menos aflictiva.  
 
En cuanto a la medida de prisión preventiva, que es la más aflictiva de todas las 
medidas, es necesario al momento de su fijación utilizarla como ultima ratio, o 
excepcional y subsidiaria. 
 
La Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, en su R.N Nº 863-2005, ha 
señalado que el Juez, tiene la facultad de imponer ciertas medidas a los 
procesados, pues esta imposición no debe ser arbitraria, sino que debe de 
responder al sub-principio de necesidad, siempre que resulte indispensable la no 
existencia del peligro procesal.   
 
Del rio (2016) refiere que la imposición de una medida gravosa cómo la institución 
objeto de investigación, debe ser doblemente de ultima ratio o excepcional (p. 48). 
  
Es decir que el Juez, al momento de imponer esta institución, debe tener presente 
la coexistencia de otras medidas cautelares, como la (comparecencia simple o 
restringida, detención domiciliaria, la limitación de salida o la suspensión de 
derechos) por lo tanto se recurrirá a la prisión preventiva como la última opción de 
forma subsidiaria cuando las otras medidas no resulten idóneas. Por lo tanto, se 
prohíbe el uso ordinario o normal de esta medida de coerción. Porque de lo 






Juicio de proporcionalidad en sentido estricto  
 
Villegas (2016) refiere para que una limitación de derechos fundamentales sea 
legitima es necesario que sea proporcional entre la medida examinada y el grado 
de afectación del derecho fundamental, es decir un juicio de valor ponderativo de 
intereses contrapuestos (p. 253). 
 
Para que la medida sea proporcional en sentido estricto, es necesario una 
ponderación entre el interés personal frente a los intereses del estado. Si es bien 
cierto que la medida de restricciones de derechos debe perseguir un fin 
constitucionalmente legítimo, que, ante la advertencia de la inexistencia de este 
fin, ya no es necesario seguir con su análisis ya que la medida reviste de 
inconstitucional.    
 
Asimismo, no se trata la ponderación de la restricción de la libertad personal sino 
la totalidad de las consecuencias nocivas que esta puede generar al imputado y a 
su familia o dependientes de este. 
 
Pues el juicio de proporcional en sentido estricto exige que exista un gran acerbo 
probatorio, de tal manera que no se puede recurrir a la imposición de restricción 
de derechos del imputado, cuando no existen medio de prueba que permitan 
afirmar un alto grado de probabilidad respecto a que pueda el imputado frustrar 
los actos de investigación.  
 
Es decir que la actuación del juzgador en la búsqueda de pruebas o cuando fije 
una medida restrictiva de derechos, deben hacerse con arreglo estricto al principio 
de proporcionalidad. Es importante tener en cuenta que ante cualquier limitación 
de libertades o derechos implica renuncia, sacrificios por lo tanto es 







La debida motivación de las decisiones judiciales 
 
Según la RAE (2004) el significado de motivación es, el conjunto de factores 
internos o externos que determinan en parte las acciones de una persona. 
 
Lo dispuesto por el Tribunal Español, suscribe que la limitación de un derecho 
fundamental como la libertad personal o ambulatoria, debe fundarse bajo reglas 
de proporcionalidad, obligándose a motivar la decisión de la autoridad judicial 
(STC español 128/1995). 
 
El Tribunal Constitucional, refiere que la motivación de una medida restrictiva 
como la libertad personal, debe cumplir en sentido estricto, los tres juicios para 
determinar si es proporcional para así descartar cualquier tipo de arbitrariedades 
(EXP. N.° 1091-2002-HC/TC). 
 
Del Rio (2016) indica que la motivación de las decisiones por parte de la autoridad 
judicial, son la base principal de un ordenamiento jurídico, porque es la única 
manera de comprobar en sentido estricto, los juicios de valoración para en 
determinar que la medida adoptada es proporcional (p. 126) 
 
Villegas (2016) refiere que el concepto de la debida motivación de las decisiones 
judiciales, lo conceptualiza como la expresión psicológica o interiorización 
intelectual del magistrado para para exponer su decisión, además como expresión 
racionalista, que recuenta razones que justificación su decisión (p. 258). 
 
Es decir que la debida motivación es la justificación jurídicamente razonada del 
magistrado plasmado en una decisión o resolución judicial conforme a derecho, 
porque no se trata de aclarar la fórmula para llegar a esa conclusión, sino que 
además es explicar que las razones son las adecuadas y legítimas. 
Es decir que no se trata, que el Juez, explique cuál ha sido el proceso psicológico, 
sociológico para llegar a tal decisión, sino que, además, ponga de manifiesto esos 




La Constitución Política, lo establece en el art. 139º numeral 5, de la siguiente 
manera. 
 
“la motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias […]”. 
 
De acuerdo a nuestra Constitución, debe entenderse que toda persona tiene el 
derecho a exigirle al Juez, que fundamente o justifique su decisión, por tanto, ellos 
están en la obligación de cumplir tal exigencia, para ello se requiere que sea de 
forma escrita o expresa. 
 
Se denomina falta de motivación de las resoluciones cuando el Juez, no haya 
expresado mediante una resolución la exposición de su razonamiento, aun 
cuando su razonamiento no exteriorizado hubiera sido impecable. 
 
Sobre lo referido por su parte el Tribunal Constitucional, sostiene lo siguiente: el 
derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, se basa en que los 
jueces, al momento de resolver las controversias de intereses estos expresen 
sobre las razones o justificaciones objetivas que le llevaron a tomar tal decisión. 
Asimismo, que esas razones no solo provengan del ordenamiento jurídico vigente, 
sino que además provengan de los propios hechos siempre y cuando estén 
debidamente acreditados (STC. Exp. Nº 728-2008-PHC/TC F.J 06). 
 
Desde este enfoque la motivación de las resoluciones judiciales, se componen por 
las razones tanto de hecho y Derecho, que le sirven al Juez, para motivar su 
decisión es decir fundamentación fáctica y jurídica de la decisión judicial. 
 
Asimismo, por su parte la Corte IDH establece que la motivación de las 
resoluciones judiciales, es aquella justificación razonada del juez para llegar a una 
conclusión.  
 
Este principio es una garantía en relación a una adecuada administración de 
justicia por parte de los órganos del estado para otorgar credibilidad respecto de 
las decisiones jurídicas que afecten derechos básicos o fundamentales para ello 
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se requiere una debida fundamentación, contrario census serían decisiones 
arbitrarias. 
 
Es decir que el Juez, está en la obligación de poner en conocimiento al ciudadano 
sobre cuáles fueron los hechos, motivos y normas vigentes, en que se basó su 
decisión con el objetivo de descartar cualquier indicio de arbitrariedad, es decir 
una justificación interna y externa, para así otorgar credibilidad y salvaguardar el 
derecho a un debido proceso. 
 
Asimismo, es importante que la debida motivación, no solo se sustente en la 
valoración de pruebas escogiendo tan solo las favorables y en extremo 
descartando a priori las contrarias pues esta práctica sería una distorsión 
sistemática de su propio razonamiento.  
 
Pues la contratación de pruebas en contrario es indispensable para justificar los 
fundamentos de su fallo o decisión, porque la prueba en contrario es el 
mecanismo de control de la validez racional y del fundamento probatorio de toda 
reconstrucción de los hechos siendo también concordante con lo expresado en el 
art. 394, inciso 3, del CPP de 2004.  
 
Si el Juez, está en la obligación de contrastar las hipótesis planteadas con las 
pruebas que la sustentan. Que si la hipótesis planteada no se somete de manera 
motivada y rigurosa a la prueba de fuego ni se refuta los medios de prueba en 
contrario, pues no tendría cierto grado de credibilidad y esta seria cuestionable 
por la parte afectada. Es por ello que es necesario que el Juez valore no solo las 
hipótesis positivas, sino también las hipótesis negativas para poder otorgar una 
decisión final. 
 
Ahora bien, esta fundamentación no se requiere de sea una argumentación 






Principio de legalidad 
 
Villegas (2016) menciona que el principio de legalidad, en sentido general 
comprende a las acciones atribuidas al Estado, subdividiéndose en el principio de 
Legalidad Penal que es la conminación penal del delito y la consecuencia jurídica, 
bajo reglas de interpretación sistemática y teleológica de todas las normas del 
ordenamiento jurídico (p. 224). 
 
Mir (2011) manifiesta que el principio de legalidad, se da en tres espacios, primero 
que el delito este precisada en una ley o norma (nullum crimen sine lege); 
segundo que la aplicación de la pena no sea grave o diferente (nulla poena sine 
lege); tercero que ante un delito exista una consecuencia jurídica que recaiga en 
un fallo o sentencia judicial (p. 224).  
 
Es decir que el principio de legalidad, cumple una doble finalidad de dar garantías 
jurídicas a los ciudadanos frente de los excesos o arbitrariedad del estado. Es 
decir que la ley determine el delito asimismo la consecuencia jurídica de forma 
clara y expresa como su imposición basada en objetivos reguladores. 
 
Medidas de coerción 
 
Neyra (2010) señala que nuestro ordenamiento jurídico adopta dos tipos de 
medidas limitativas de derechos de carácter real y las de carácter personal (p. 
490).  
 
La primera es de aseguramiento pecuniario, es decir limitar la libre administración 
y disposición de bienes patrimoniales para conservarlos para una eventual 
ejecución al término del proceso que recaerá en el pago de una multa o 
indemnización. La segunda es está destinada a restringir la libertad ambulatoria 
de las personas procesadas, siendo estas interpuestas por el órgano judicial, con 





Rosas (2003) refiere que son impuestas al inicio y durante el curso del proceso 
penal buscando garantizar su finalidad (p.466). Es decir que son un conjunto de 
limitaciones en la práctica de las libertades personales o bienes del imputado, 
impuestas al inicio de una investigación o durante la trayectoria del procedimiento. 
 
San Martin (2015) considera que este acto sólo es realizado por la autoridad 
jurisdiccional, a través de una resolución fundada en sujeción a principios (p. 442), 
quiere decir, que la única autoridad competente para la aplicación de esta medida 
es el Juez, contrario sensu seria arbitrario. 
 
Salas (2011) refiere que en la doctrina son conocidas como medidas de 
precaución (p. 179); Es decir que para algunos autores esta medida de coerción 
personal sirve para asegurar la ejecución de la pena, y otros para consideran que 
además sirven para respaldar la comparecencia del procesado en el proceso 
penal, ambas posiciones se admiten. 
 
En conclusión, consideramos que esta medida es interpuesta durante un proceso 
penal, mediante una resolución del órgano jurisdiccional, la cual limita un derecho 





Según (La Real Academisa Española, 2004) define que es la prisión que sufre el 
procesado durante la sustanciación del juicio.  
 
En el ámbito del derecho comparado La Corte, estima que la prisión preventiva, 
es la medida más severa que se le puede imponer o fijar a un individuo, por tal 
motivo es excepcional, rodeada por un cúmulo de principios como el de legalidad, 
presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, que son característicos de 




Asimismo La Corte, considera que debe satisfacer ciertos requerimientos primero: 
debe estar dispuesto en la norma, es decir el respeto de los requisitos, segundo; 
debe perseguir un propósito legal, es decir que el imputado no imposibilite el 
avance del proceso, ni se sustraiga de la justicia y por ultimo esta medida debe 
ser idónea y estrictamente proporcional, que ante cualquier restricción sin 
motivación suficiente y sin cumplir estos requisitos será arbitraria (CIDH, 
sentencia Chaparro y otro Vs. Ecuador).  
  
En esa misma línea el Pacto; ha establecido que su utilización de esta institución 
debe ser excepcionalidad y no la regla general (PIDCP art. 9.3).  
 
Las Naciones Unidas, ha elaborado ciertas reglas con respecto a esta institución 
considerando que su utilización debe ser de última ratio (Reglas de Tokio; 
artículos 2ª, 3ª y 6ª) Es decir que los estados en su organización de justicia, 
establecerán un listado o catálogo de medidas alternativas a la prisión preventiva, 
desde la iniciación del litigio, hasta el dictado de la sentencia. 
 
Llobet (2016) menciona que el uso de esta institución, radica en privar la libertad 
de una persona, antes del fallo condenatorio por el órgano judicial, basándose la 
inseguridad durante el desarrollo del juicio, la ejecución del posible fallo 
condenatorio o la perturbación del proceso para evitar la averiguación de la 
verdad (p. 27).  
 
Asencio (2004) señala que esta medida no debe transformase en una condena 
anticipada (pp. 494-495). Es decir, en esencia al momento de atribuir un hecho 
delictivo, pues su accionar del magistrado debe ser netamente procesal, imparcial 
sin considerar una finalidad diferente a ella. 
 
Apreciamos que, en la doctrina, han establecido que la prisión preventiva, es 
excepcional, relacionándola implícitamente con el principio de presunción de 




Por su importancia han establecido tres criterios o pautas, primer criterio, es de 
fijar garantías al imputado por parte del Ius Puniendi del Estado, como punto de 
partida la presunción de inocencia y no su culpabilidad, segundo criterio, se obliga 
que su fundamentación de esta institución, sea razonable o proporcional de las 
reglas de juicio y por ultimo criterio, que la regla sea la libertad del imputado y no 
de carácter remunerador en el sentido que no se interponga como pena 
anticipada.  
 
En el plano nacional el TC, considera que esta institución restringe derechos 
personales o reales, por lo tanto, no puede ser ordinaria sino extraordinaria, 
accesoria, secundaria, racional y proporcionada.  (Exp. Nº 3357-2,003-HC/TC).  
 
San Martin (2015) considera que la imposición de esta institución, es la más 
irreflexiva que puede interponer un ordenamiento jurídico durante un proceso 
penal, y esta se fija mediante una resolución judicial, estrictamente motivada, con 
carácter provisional, basándose en la amenaza que escape el acusado antes del 
juicio o que pueda obstaculizar las actividad o medios probatorios (p. 453). 
 
Neyra (2010) indica es la forma de conocer la ideología de un Estado, a través de 
sus instituciones, asimismo considera que es el instituto más gravoso que 
interpone el ordenamiento jurídico durante el desarrollo de un proceso penal, 
restringiendo la libertad ambulatoria de los individuos. Por lo tanto, es de 
naturaleza instrumental y provisional según el fin que persigue (p. 509). 
 
Del Rio (2016) precisa que CPP, no es una herramienta político-criminal, solo es 
regulador de la aplicación del código sustantivo, si se permitiese que esta 
institución, tenga otros fines distintos a su naturaleza, con sujeción al código 
sustantivo, esta se contaminaría por el cumplimiento de reclamaciones sociales, 
como seguridad ciudadana, siendo contrario a la Constitución.  
 
El CPP, regula en el art. 253, autorizando la limitación de libertadores personales, 
siempre y cuando sea imprescindible y con tiempo necesario, descifrando que 
esta institución, es accesoria, que se utiliza en última ratio, es decir que la 
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implantación de esta medida debe examinarse en dos momentos; primero la 
verificación de los requisitos según el art. 268, CPP, segundo que no exista una 
medida menos fuerte y eficaz que aquella (pp. 151-153). 
 
Según el análisis del (EXP. N.° 1091-2002-HC/TC) se crítica el criterio adoptado 
en su fundamento once, porque aun cumplidos los requerimientos exigidos por 
ley, automáticamente suprime a las otras medidas que aseguran el desarrollo y la 
conclusión de proceso, quiere decir de una medida accesoria, secundaria, o 
excepcional se traslada a una regla ordinaria, usual o general. En cuanto a 
aplicación de la institución de prisión preventiva. 
 
Estamos de acuerdo, con lo dicho por el Tribunal Constitucional Español, que el 
uso de la prisión preventiva, debe buscar la armonía entre las tendencias de 
intereses comunes de los intereses personales o individuales orientados al 
principio de in dubio pro libértate o favor libertatis es decir de carácter restrictivo o 
limitativo. (SSTC Español pp. 88-1988). 
 
Presupuestos de la prisión preventiva 
 
Para que se declare razonable y fundada la imposición de esta institución, debe 
cumplir copulativamente con los siguientes presupuestos materiales: 
 
Fumus boni iuris 
 
Se encuentra regulada en el art. 268º del CPP de 2004: que para su aplicación 
deben concurrir tres presupuestos:  
 
“Artículo 268.aº. - Que deben existir fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor 
o partícipe del mismo” (Código procesal penal, p. 90). 
 
Villegas (2016) se refiere a dos aspectos, primero debe existir una perspectiva 
lógica o razonable de la existencia de indicios, vestigios, huellas de la 
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subsistencia de un hecho grave, segundo que se requiere de un alto nivel 
razonable de verosimilitud, para precisar que el imputado es el autor o causante 
del delito y no una simple suposición (p. 295).  
 
Es esta premisa se refiere que el Juez, antes de determinar esta medida, es 
necesario determinar objetivamente la existencia de un alto grado de certeza que 
el imputado es el autor o partícipe del hecho delictivo, es decir un nexo entre el 
hecho delictivo y el sujeto pasivo de esta medida. 
 
La gravedad de la posible pena  
 
Nuestro cuerpo normativo, ha dispuesto ciertas condiciones para poder establecer 
este presupuesto: 
 
“Art. 268.bº. - Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad” (Código procesal penal, p. 90). 
 
Del Rio (2016) indica para fijar este presupuesto material parte del límite de la 
pena futura de 4 años (p. 179). 
 
La Corte Suprema, ha fijado que su valoración requiere de un estricto análisis 
como la lesividad de los bienes jurídicos, la proporcionalidad de la pena y la 
comprobación de las circunstancias que podrían recaer sobre diversas fórmulas 
de agravación o disminución de esta, haciendo referencia al art. 45.a CPP. 
 
Criticamos este precepto porque su fijación es automática, limitando la actuación 
de la autoridad judicial y fiscal, además se requiere otra valoración en relación al 
art. 45.a CPP, haciendo doble valoraciones de aumento de penas y además 
limitando el derecho premial, consideramos que su práctica automática puede 





De acuerdo a lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico, este presupuesto 
se ha establecido en: 
 
“Art. 268.cº Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización)” (Código procesal penal, p. 90).  
 
Villegas (2016) refiere que es el presupuesto más importantes y antagónicos, 
porque su valoración es de carácter discrecional por parte del magistrado para la 
fijación de esta institución, cimentándose su decisión de la existencia del peligro 
de fuga u obstaculización en la obtención de las fuentes de prueba (p. 306). 
 
Estamos de acuerdo que es el presupuesto más delicado y riesgoso, en el sentido 
que su valoración recae en ámbitos de discrecionalidad para el juzgador, que 
tiene que evaluar si en el futuro el imputado eluda el proceso penal o que pueda 
obstaculizar u ocultar los medios de prueba que puedan beneficiar en la 
investigación.  
 
Peligro de fuga 
 
El precepto legal del peligro de fuga, se encuentra establecido en art. 269º del 
CPP - 2004, para que al momento de su calificación se evalúe el peligro concreto 
de fuga. 
 
Del Rio (2016) refiere que este precepto legal es el aseguramiento por mantener 
al inculpado en sujeción al proceso, especialmente en el juicio oral, y asegurar la 
presencia en la ejecución de la tentativa sentencia, es decir una tesis de doble 
finalidad (p. 192). 
 
Llobet (2016) considera que este precepto legal, debe buscar fines de 
aseguramiento procesal y no de carácter material, con el motivo de evitar la fuga 
del imputado, en el desarrollo del proceso penal, asimismo es afirmada por la sala 
constitucional de costa rica, que solo debe ser utilizada o aplicada este precepto 
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legal, para los fines propios del proceso, siendo concordantes con Becarria, que 
es de naturaleza procesal, asimismo ratifica los dicho por La CIDH, en la 
sentencias: Suarez R; Tibi; Acosta C y otros (pp. 147-150).  
Del Rio (2016) considera que los criterios utilizados para determinar este precepto 
legal, son similares las circunstancias descritas en el CPP costarricense, en 
acepción que son de carácter enumerativos y no de carácter taxativo o específico 
(pp. 195-196). 
 
Villegas (2016) ratifica que el CPP, no fija criterios tasados sobre este 
presupuesto, sino se limita en fijarlos, es decir que no existe un análisis 
automático sobre los elementos, al contrario, esa valoración se deja bajo la 
discrecionalidad del juzgador en forma individual o conjunta, además debe 
motivar el fallo de su decisión (pp. 312-313). 
 
La circular de prisión preventiva, ha fijado que el juzgador puede adicionar 
criterios como el estado de salud del imputado o acusado, también recalca que 
los art. 269 y 270. CPP, son tipologías de uso referencial para analizar el peligro 
de fuga, y ni son taxativos, por lo tanto, es importante un análisis o valoración en 
conjunto sobre las circunstancias que se presentan en cada caso en concreto. 
 
Consideramos que este precepto legal es de carácter discrecional del Juez, quien 
debe determinar la existencia del peligro de fuga, para ello debe hacerlo a través 
de un análisis estricto de las circunstancias y las actitudes o comportamiento del 
imputado para asegurar el normal desenvolvimiento del proceso penal y la 
eficacia de una tentativa sentencia. 
 
Criterios para determinar el peligro de fuga  
 
De acuerdo al art. 269.1º del CPP-2004, el Juez al momento de determinar la 
existencia del peligro de fuga debe tener en cuenta el arraigo que tiene el 





El arraigo  
 
La real academia española (2004) indica que deviene de la acción de arraigar, en 
el sentido de echar o criar raíces, estableciéndose de manera permanente en un 
lugar, vinculándose a personas y cosas. 
 
Villegas (2016) refiere que no son taxativos en ese contexto el arraigo tiene tres 
extensiones: 1). que se vincula en la posesión del bien, es decir que exista un 
domicilio, una vivienda, una ubicación, o dirección conocida; 2). El arraigo familiar 
son los vínculos habituales de los familiares con el acusado 3). Arraigo laboral, 
relacionado con la subsistencia u ocupación del acusado (p. 313). 
 
Del Rio (2016) que el arraigo; es el asentamiento de una persona en un 
determinado lugar, como la posesión de sus bienes, residencia, trabajo u oficio y 
de la administración de sus negocios, o la titularidad de un bien inmueble, dentro 
de los alcances de justicia, asimismo con vinculación a sujetos o familiares aun 
cuando no viven con él, pero dependen su subsistencia de este, Nótese que el 
imputado no puede inhibirse a declarar sobre la identificación de su domicilio, y si 
sobre los hechos si lo desea (p. 197). 
 
La circular de prisión preventiva (2011) establece que el arraigo o situación, no se 
puede valorar en forma absoluta, entiéndase que todo individuo lo tiene incluso 
hasta un indigente. Es indispensable un análisis lógico, racional basándose en la 
experiencia, no debe confundirse que el arraigo solo es: el domicilio o vivienda 
conocida, la ocupación laboral y lazos de familia, etc.  
 
No se trata de analizar la existencia o inexistencia de este precepto, sino es la 
ponderación de la calidad del arraigo, porque aun si lo tuviese no es suficiente la 
seguranza del éxito del proceso. También es incorrecto que por el hecho de ser 
extranjero (s), se imponga la prisión preventiva, o que tenga un constante 
movimiento migratorio tampoco da lugar a que se extingue el arraigo por ese 
motivo, entonces no se debe fijar automáticamente la prisión preventiva, sino una 
evaluación en conjunto de acuerdo a cada situación.  
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Entonces se puede decir que el arraigo, tiene mucha vinculación socio 
económicos, asimismo este elemento no es taxativo, es flexible en el sentido que 
su determinación se cimentara en una evaluación en conjunto utilizando la lógica 
y la experiencia del juzgador. 
 
La gravedad de la pena   
 
Del Rio (2016) refiere que la imposición de la pena se instaura en el art. 268.bº 
CPP, asimismo es importante en aclarar, que no es duplicidad sino es el 
complemento o añadido del art. 269.2º CPP, porque el primero: examina el tipo de 
injusto, la responsabilidad, y como resultado la imposición de la condena efectiva 
superior a cuatro años y la segunda: la vincula al comportamiento del acusado 
con respecto a la gravedad de la posible condena a imponerse con otras 
circunstancias para determinar si existe peligro de fuga. 
 
Es por ello no debe medirse en suposiciones o meras probabilidades, si no en la 
comprobación de cada situación, obviamente con resultados distintos porque no 
es igual el análisis de un acusado reincidente como un primerizo. Es importante 
valorar la gravedad de la pena junto a otras circunstancias relevantes.  
 
El daño resarcible y conducta del imputado 
 
Del Rio (2016) señala que el análisis de este precepto es en relación al agraviado 
o víctima, con la intención de fortalecer el control social de aquellos individuos que 
realizan conductas lesivas en contra de los bienes jurídicos asegurados por el 
estado, y además en retribuir la posición del agraviado o víctima, en el sentido 
que se debe resarcir sus derechos violados o la indemnización de sus daños 
materiales.  
 
Como resultado de la Tutela o auxilio judicial efectivo. Según el CPP, no es cierto 
que el daño resarcible se pueda analizar desde el peligro de fuga, cuando es 
factible solicitarse por la vía civil para su indemnización, sin ser necesaria la 
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presencia en el juicio del demandado, además se puede dictar medidas 
cautelares en favor del demandante. 
 
La Corte Suprema, en su propósito por salvar esta acepción haciendo mención a 
la gravedad del delito con la relación de las circunstancias pudiéndose empeorar 
en medida del cuantun de la pena a establecerse (pp. 209-214) consideramos que 
no es claro este precepto, y es discutible e innecesaria cuando esto se debería 
ver en otras vías que satisfagan su finalidad como es en vía civil. 
 
La pertinencia del acusado a una organización criminal o su reintegración 
 
Villegas (2016) reitera que el precepto de peligro de fuga, o de impedimento 
procesal, no son absoluto son enumerativos bajo esta premisa según la última 
modificatoria del CPP, en acepción al peligro o riesgo procesal, asimismo y en 
concordancia con la circular de la prisión preventiva, su valoración se basa en la 
gravedad de la pena y de integrar una organización delictiva (p. 330). 
 
La crítica que se realiza porque es ilegitimo la presunción del peligro de fuga, sino 
debe cimentarse en circunstancias reales de cada caso en particular, que de 
acuerdo con la práctica o la experiencia, en varios procesos los acusados huyen 
del proceso penal, ayudados por dicha organización, sin embardo se recomienda 
que en todos los casos exista una comprobación objetivas y proporcionales, 
porque puede ser que al inicio de las indagaciones el imputado si pertenezca a 
una organización delictiva, pero que de acuerdo al resultado de esas investigación 
se advierta que no existe peligro o riesgo para el proceso penal  entonces no se 
debería fijar la prisión preventiva. 
 
Otros criterios  
 
Como se ha indicado en elemento peligro de fuga, no regula supuestos taxativos, 
sino enumerativos siendo a juicio discrecionales del magistrado para su 
valoración en sujeción a la carta magna y principios básicos. Asimismo, el circular 
de la prisión preventiva, considera otras acepciones o criterios deben ser 
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valoradas por el magistrado al momento de determinar riesgos en el camino del 
proceso, que como son el estado de salud del acusado vinculándose a la 
conceptualización del arraigo del acusado.  
 
La conceptualización de banda está relacionada con una organización delictiva o 
criminal; y su influencia en el acusado porque se escape fuera del país o que se 
esconda de la acción de la justica y por ultimo está relacionado con la conducta 
del acusado en el proceso penal, en el sentido de la perentoriedad del juicio oral, 
como se ha indicado la reforma del CPP, es de carácter progresivo sobre la 
determinación de alguna medida en el estadio del proceso con la finalidad de 
llegar a la verdad material  
 
Medidas accesorias  
 
Decreto Legislativo que regula la Vigilancia Electrónica Personal, se considera 
una buena alternativa, para el caso de los procesados, que, si bien es cierto ante 
la imposición de la prisión preventiva, esta propuesta resulta ser la más 
adecuada, ya que este mecanismo de control, tiene como finalidad monitorear el 
tránsito de los procesados o condenados dentro de lo que, del espacio designado 
u ordenado, este requerimiento puede ser solicitado de parte    
 
Se requiere el cumplimiento de ciertos requisitos, a) para los condenados con una 
pena no mayor a ocho años, b) los que tengan una condena de pena privativa de 
libertad efectiva no mayor a ocho años, no aplica para los reincidentes y 
habituales entre otros.  
 
En el presente tema de investigación a efectos de una mejor comprensión se 
debe considerar a continuación los siguientes conceptos. 
 
 Arraigo: Es el establecimiento de una persona en un determinado lugar como 
estar en posesión o la titularidad de un bien inmueble, residencia, trabajo o la 
administración de sus negocios, o la titularidad de un bien inmueble, asimismo 
está relacionado con personas. 
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 Criterios: es el juicio de valor o discernimiento que tiene una persona respecto 
a algo. 
 Debida motivación: Es la expresión psicológica o interiorización intelectual de 
una persona para exponer alguna decisión, es también la justificación 
jurídicamente razonada de una decisión o resolución judicial conforme a 
derecho. 
 Medidas cautelares: según su naturaleza son materiales y transitorias, porque 
ambas restringen derechos, sin embargo, su finalidad que persiguen son 
distintas, la primera es orientación probatoria, quiere decir en garantizar la 
fuentes probatorias o fundamentos para ser estimadas en el litigio, en cambio 
la segunda es la de salvaguardar el proceso, osea custodiar la inseguridad 
procesal o medios probatorios. 
 Periculum in mora: Es considerado por la doctrina como uno de los elementos 
más importantes y antagónicos porque en este elemento su valoración es 
realizada bajo el juicio de discrecionalidad por parte de los magistrados para la 
fijación de la medida restrictiva de la libertad personal como la prisión 
preventiva o provisional cimentándose su determinación en dos elementos el 
Peligro o riesgo de fuga, y de obstaculización en la obtención de las fuentes de 
prueba valoradas en el proceso penal. 
 Peligro de fuga: Es una medida restrictiva de derechos o libertades, 
básicamente la libertad personal, que en esencia solo debe buscar fines de 
aseguramiento por excelencia procesales y no materiales, con el motivo de 
evitar que el imputado huya o escape en el transcurso del proceso penal. 
 Presunción de inocencia: Hecho que la ley tiene por cierto sin necesidad de 
que sea probado (Rae, 2014). 
 Principios: son las pautas, orígenes, las razones fundamentales de la norma o 
idea fundamental que rige el pensamiento o la conducta (Rae, 2014). 
 Prisión preventiva: Radica en privar la libertad de una persona acusada, antes 
del fallo condenatorio por el órgano judicial, basándose en la inseguridad de 
que el acusado evada el juicio, o el cumplimiento del posible fallo condenatorio, 
o la perturbación del proceso para evitar la averiguación de la verdad. 
 Presunción de inocencia:  Es un principio básico, fundamental que tiene el o los 
imputado (s) en un proceso o juicio penal, su principal propósito es de intervenir 
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o limitar la actuación del Estado, en cuanto al empleo del Ius Puniendi, es decir 
que este principio, protege al imputado frente a los posibles actos arbitrarios del 
Estado.  
 Proporcionalidad: Constitucionalmente hablando el principio es igual que el 
principio de razonabilidad; es decir que tiene proporción o se ajusta a ella. Pero 
en sentido estricto se menciona del juicio de proporcionalidad, idoneidad y/o 
necesidad, es decir si se supera estos tres juicios entonces la medida deviene 
en proporcionada. 
 




¿Cuáles son los criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del peligro de fuga 
para determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte.2016? 
 
Problema específico 01 
 
¿De qué manera los criterios del Juez, se adecuan al test de proporcionalidad al 
momento de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión 
preventiva? 
 
Problema específico 02 
 
¿De qué manera el Juez, motiva sus resoluciones sobre el presupuesto del 
peligro de fuga al momento de determinar la prisión preventiva? 
 
Justificación del estudio 
 
Justificación teórica  
 
Valderrama (2016) menciona que Según que la justificación teórica se manifiesta 
ante preocupación del investigador por un determinado problema o tema de 
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investigación estudio, trata de profundizar el tema ya sea en uno o varios 
enfoques teóricos para que estos sean explicados ósea es la elección de ese 
enfoque para poder avanzar con el conocimiento planteado o encontrar nuevos 
tratamientos o explicaciones que bien pueden ser modificables o complementarios 
al conocimiento inicial (p. 140) 
 
Es por ello la importancia de la presente investigación llenará y explicara un vacío 
teórico en el ámbito del derecho procesal penal, y de manera específica de los 
criterios judiciales como sustentan los jueces de Lima Norte, en relación al 
presupuesto del peligro de fuga y la valoración de sus elementos para determinar 




Valderrama (2016) dice que la justificación práctica es la exteriorización o 
declaración del autor o investigador por dar a conocer o acrecentar los nuevos 
conocimientos o el propósito de su investigación; para contribuir a la solución de 
los diversos problemas específicos que perjudica a cierto universo de la sociedad 
(p. 141). 
 
En la investigación se evaluara la situación jurídica y dogmática de la práctica 
judicial en cuanto a los criterios del Juez, del presupuesto del peligro de fuga, en 
función a sus elementos como los arraigos de los procesados o imputados, la 
prognosis de la pena, el daño resarcible, el comportamiento del imputado frente al 
daño ocasionado y de la pertenencia a una organización criminal, ya que son 
elementos sumamente discrecionales, subjetivos que deben ser valorados 
objetivamente en sujeción a cánones de proporcionalidad y el respeto de 
principios y derechos; al momento de conceder la medida de la prisión preventiva, 







Justificación metodológica  
 
Valderrama (2016) refiere que es el uso de las diversas metodologías y técnicas e 
instrumentos (encuesta, entrevista). Con el objeto de proponer un nuevo método o 
estrategia para así poder producir nuevos conocimientos, las mismas que sean 
válidas y confiable (p. 141). 
De acuerdo al propósito en la presente investigación se empleará la formulación 
de instrumentos para medir las variables, como variable independiente los 
criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga, que antes de su 
aplicación las mismas, serán filtradas a través del juicio de expertos para después 




Hernandez et al. (2014) mencionan que los objetivos de una investigación, es la 
intención del investigador en coadyuvar, a resolver un problema específico; 
existen otras investigaciones que tienen el propósito en demostrar una teoría, se 
sugiere que los objetivos de una investigación deben manifestarse con claridad, 
concretos, medibles, ciertos, es decir, susceptibles de conseguirlos (p. 37).  
 
Quiere decir que sirven como guías del estudio, para su planteamiento es 
necesario utilizar verbos en infinitivos y hay que tenerlos presentes durante todo 
su proceso de desarrollo. 
 
Lafuente & Marín (2008) menciona que el objetivo general de una investigación en 
principió debe reflejar la esencia del problema de investigación para ello es 
necesario expresarlo de acuerdo al título de investigación.  
 
Valderrama (2016) para poder lograrlo es necesario que el enunciado sea claro y 
exacto ya que las conclusiones finales pueden recaer al logro o fracaso de la 
misma (p. 137). De acuerdo al título de la presente investigación la formulación 






Establecer los criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte en el 2016. 
 
Objetivo específico 01 
 
Valderrama (2016) refiere que los objetivos específicos se deben derivar del 
objetivo general, lo mínimo a considerarse deben ser dos objetivos, los mismos 
deben guardar relación con la variable independiente y a la variable dependiente, 
estos deben ser específicos o concretos (p. 137). La formulación de los objetivos 
específicos son los siguientes: 
 
Examinar la manera en que se adecuan al test de proporcionalidad al momento 
de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión 
preventiva. 
 
Objetivo específico 02 
 
Analizar la manera en que el Juez, motiva sus resoluciones sobre el presupuesto 
del peligro de fuga al momento de determinar la prisión preventiva. 
 
Supuestos de investigación 
 
 Hernández (2004) refiere que las hipótesis o supuestos de investigación son 
respuestas anticipadas a las preguntas de investigación, teniendo una estrecha 
relación entre sí, utilizadas en el los enfoques cuantitativos, cualitativos o mixtos, 
y estas requieren una contrastación científica sea práctica o teórica (p. 104).   
 
Es decir, los supuestos o hipótesis científica sirven para responder o argumentar 
de forma alternativa un problema de investigación con base científica, según las 






Los criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar 
la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte.2016, resultan ser muy 
subjetivos, flexibles, estereotipadas, vulnerando derechos fundamentales como la 
libertad personal y la presunción de inocencia. 
 
Supuesto específico 01 
 
Los criterios del Juez, no se adecuan al test de proporcionalidad al momento de 
evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva. 
 
Supuesto específico 02 
 
La manera cómo motivan los jueces las resoluciones sobre el presupuesto del 
peligro de fuga para determinar la prisión preventiva resulta ser inadecuada, 






















































2.1 Tipo de investigación  
 
De acuerdo al propósito del presente tema de investigación, el tipo de 
investigación es básica, según Behar (2008) menciona que se le conoce como 
investigación teórica o fundamental, con su principal característica que parte del 
marco teórico, con el objetivo de formular o proponer nuevas teorías o cambiar las 
existentes (p. 19). Es decir, incrementar nuevos conocimientos científicos, sin que 
sea necesaria una comprobación práctica.  
 
Valderrama (2016) menciona que también es conocida como investigación 
fundamental, exacta o pura, que se basa en principios, leyes, ocupándose del 
fenómeno de estudio, teniendo en cuenta sus resultados (p. 164).  
 
Lo que se busca con el presente tema de investigación, es desarrollar o aumentar 
el conocimiento acerca de los criterios que tiene el juez momento de evaluar el 
peligro de fuga, para determinar la medida de prisión preventiva, con el propósito 
de incrementar el conocimiento sobre esta institución. 
 
Tafur & Izaguirre (2015) menciona que el nivel de investigación será descriptivo, 
porque se encarga de medir y describir las características de hechos o fenómenos 
de investigación, mediante cuestiones por medio de las variables que escoja (p. 
206).  
 
Valderrama (2016) menciona que su objetivo principal es la descripción de los 
fenómenos a investigar, tal como se presenta en la realidad para ello se basa en 
la observación para poder especificar las propiedades relevantes para así poder 
medir y evaluar sobre sus dimensiones (p. 169). 
 
2.2 Diseño de investigación  
 
Barney & Strauss (1967) mencionan que la Teoría Fundamentada, es un método 
de investigación, es decir que la teoría emerge de los datos propuestos en la 
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investigación, para dar lugar a la revelación de aspectos relevantes de un 
determinado campo o área de estudio.  
 
Strauss & Corbin (2002) mencionan que los problemas teóricos van a surgir de los 
datos que se obtengan abarcando análisis y desarrollo crítico de las teorías y 
doctrinas. (Hernández, J. et al. 2011, p. 7). 
  
2.3 caracterización de sujetos  
 
Valderrama (2016) considera que es la parte fundamental del enfoque cualitativo, 
porque es importante tener una estrategia para obtener la selección de los 
participantes, para ello es recomendable conocer su contexto y familiarizarse con 
el mismo (p. 318).  
 
En el presente trabajo de investigación se cuenta para alcanzar con el objeto de 
investigación la presencia de expertos del derecho penal, tanto como magistrados 
y operadores jurídicos, para poder revelar aspectos fundamentales en base a la 
perspectiva de la institución del peligro de fuga, y su análisis del presupuesto del 
peligro de fuga.  
 
Expertos en la 
materia 


























2.4 Población y muestra  
 
Para delimitar la población, es el conjunto grande y completo de individuos; que 
contiene dos elementos espacio y tiempo Hernández et al (2014). Para efectos de 
la presente investigación se ha visto por conveniente realizar la investigación en el 
distrito judicial de Lima Norte. 
 
Hernández et al. (2014) Mencionan que la Muestra, es el subconjunto de una 
población de estudio, es el proceso cualitativo, viene hacer el grupo de personas, 
eventos, sucesos, comunidades, etc. sobre ellos se deben de recolectar los datos 
o información sin que sea necesario la aplicación de estadística de la población 
que se estudia (p. 384).  
 
De acuerdo al objeto de estudio, la muestra o unidad de análisis, se contará con 
08 entrevistas a expertos en la materia y el análisis de 08 expedientes o estudio 
de casos del año 2016, del Juzgado penal de Turno de Lima Norte, y el carácter 
de selección de la muestra será la de muestra no probalístico, porque la elección 
de la muestra no depende de la probabilidad, sino dependen de las causas 
relacionadas con las características del presente trabajo o los propósitos del 
investigador. 
 
2.5 Técnicas e Instrumentos de recolección de datos, Validez y Confiabilidad 
 
Se aclara que no coexiste otro trabajo de investigación que la presente, por tanto, 
este tema resulta innovador y con gran significación social, la cual se encaminará 




Hernández et al. (2014) refieren que la entrevista, es la reunión de una persona 
(el entrevistador) y (el entrevistado) que a través de preguntas y respuestas se 
logra una comunicación íntima, flexible, y abierta produciéndose así una 
construcción de significados, por otro lado existen 03 tipos: las estructuradas, 
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semiestructuradas y  no estructuradas, la primera, el entrevistador, realiza una su 
función siguiendo una guía de preguntas puntuales o específicas, la segunda, el 
entrevistador tiene la libertad de incluir preguntas adicionales para obtener más 
información y la tercera, se fundan en una guía general, en la cual el entrevistador 
tiene la flexibilidad para poder manejarlo (p. 403).  
 
Valderrama (2016) es la fase que se trata de reunir toda la información en lo 
posible sobre conceptos relevantes o variables o características, etc. en relación a 
la materia de estudio; Es decir es realizar una estrategia para reunir o agrupar los 
datos. 
 
Alonso (1995) refiere la técnica de la entrevista es un proceso comunicativo, en la 
cual el investigador extrae una determinada información relevante de una persona 
en ese sentido la entrevista es un dialogo entre el entrevistador y el entrevistado 
(os), con el objetivo de obtener o recopilar información personal o de un tema en 
específico (pp. 225-240).  
 
La técnica que se utilizó en la presente investigación, es la entrevista, que para 
ello se contó con la participación entre la entrevistadora y los entrevistados 
expertos en la materia como: Fiscales Provinciales, Fiscales Adjuntos, Asistentes 
de Función Fiscal, Abogados Litigantes Penalistas, que mediante preguntas y 
respuestas se logró una comunicación cálida e íntima, con el objeto de recopilar la 
opinión o juicio de valoración respecto del presente tema de investigación, para 
ello se empleó siempre un lenguaje propio y adecuado, generando un clima de 
confianza. Una vez que se obtuvieron estos datos, se procedió a procesarlas 
adecuadamente para su análisis posterior, que proporcionan información 
relevante a la problemática objeto de investigación. 
 
Valderrama (2016) menciona que otra técnica es el análisis de fuente 
documental, y análisis de casos que son reunidos por el investigador como 
notas de campo y entrevistas grabadas, que estas se transcriben para su 
posterior análisis (p. 320); por parte de los autores Hernández et al. (2014) 
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mencionan que observador cumple una función activa en la indagación, pudiendo 
aceptar diferentes niveles de participación (p. 402). 
 
Es decir como técnica nos permitió recolectar datos relevantes de análisis 
doctrinal, que permitió aportar y desarrollar teorías, principios, conceptos 
doctrinales sobre el objeto de investigación; análisis normativo, permitió analizar 
conglomerada mente normas nacionales y extranjera respecto de la prisión 
preventiva, y la valoración del presupuesto de peligro de fuga; análisis 
jurisprudencial nos permitió analizar un conglomerado de pronunciamientos por 





Valderrama (2016) refiere que la guía de entrevista, es la manera o forma 
práctica que utiliza el investigador con el propósito de recolectar y guardar o 
almacenar toda la información en lo posible, es decir seleccionar lógicamente los 
instrumentos (pp. 194-195). 
 
La guía de entrevista, comprende de una serie de preguntas, las mismas 
estuvieron dirigidas a nuestros entrevistados o expertos en el tema de 
investigación, lo que permitió recolectar toda la información necesaria, para 
después procesarlas, y responder a los problemas formulados y supuestos 
jurídicos, lográndose nuevas teorías o conocimientos del tema materia de 
investigación.  
 
Gaitan & Piñuel (1998) refiere que la ficha de análisis de fuente documental y 
análisis de casos es similar a la encuesta, este instrumento nos permitió 
mediante por un cuadro de doble entrada comparar distintas o diferentes fuentes 
bibliográficas.  
 
La ficha de análisis doctrinal, nos posibilito aportar y desarrollar teorías, 
principios, conceptos doctrinales sobre el objeto de investigación, como también 
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la ficha de análisis marco normativo, que nos ayudó a comparar normas en el 
ámbito nacional e internacional; por otra parte la ficha de análisis jurisprudencial, 
como instrumento nos proporcionó el poder analizar pronunciamientos por parte 
de los operadores de justicia, sobre el peligro de fuga, para determinar la prisión 
preventiva; y por último la ficha de análisis de casos, que nos permitió analizar el 
estudio de expedientes del Juzgado de Turno del distrito judicial de Lima Norte. 
Que nos permitió advertir una realidad en la práctica judicial acerca de los criterios 
de valoración, para determinar el presupuesto de peligro de fuga y por ende la 
imputación de la prisión preventiva a los procesados.  
 
2.6 Método de análisis de datos 
 
Valderrama (2016) refiere que el método o juicio de los expertos en relación a 
la materia de análisis de estudio, por lo tanto, existen o se pueden obtenerse de 
varias o distintas formas ya sean grupales o individuales o entre otros. Todo 
dependerá a juicio del investigador a inclinarse por ellas (p. 23). Este método nos 
permitió llegar a evidenciar los criterios acerca del presente tema de investigación. 
 
Bisquerra (1998) explica que con el método inductivo, se analizan o examinan 
los fenómenos específicos en la cual se extraen deducciones o conclusiones de 
carácter general (p. 62); este método se utilizó para analizar datos o conceptos 
específicos sobre el peligro de fuga, como presupuestos de la prisión preventiva, 
para así generalizar algunos conceptos. 
 
Bisquerra (1998) señala que el método deductivo, es cuando se extrae de una 
premisa general y se sacan conclusiones o deducciones de un caso particular o 
específico (p. 61), este método se utilizó para obtener datos o conceptos 
generales de diferentes fuentes científicas sobre el peligro de fuga, como 
presupuestos de la prisión preventiva, para así sacar conclusiones cortas o 
específicas de algunos conceptos. 
 
Valderrama (2016) refiere que el método analítico, consiste en descomponer de 
un todo en partes, con propósito de observar relación, similitud, causas y efectos, 
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ósea es el análisis de la observación y revisión o examen de un determinado 
hecho para entender su esencia (p. 98), este método fue utilizado con el propósito 
de descomponer las variables de investigación en dimensiones siendo las mismas 
en indicadores, para poder analizar estrictamente o en profundidad el tema de 
estudio. 
 
Valderrama (2016) refiere que el método comparativo, consiste en método de 
comparación sistemática de casos de análisis, este se aplica para el análisis de 
generalización empírica y de verificación de supuestos o hipótesis de 
investigación (p. 98); este método fue utilizado para la comparación de normas y 
jurisprudencias de distintos países, sobre el tema de investigación.  
 
Método dogmático, se utilizó en el estudio de principios, normas jurisprudencias y 
fuentes bibliográficas científicas en relación con el objeto de estudio del tema de 
investigación   
  
2.7 unidad de análisis: categorización 
 
La categorización, viene hacer la agrupación temática, para ello es necesario 
hacerlos mediante los supuestos o unidades temáticas para que le deán sentido 
al presente trabajo de investigación en relación a los temas o datos vinculados 





Los criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar 










Presunción de inocencia 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   
2.8 Aspectos éticos 
 
El desarrollo del presente tema de investigación, se han valorado las normas 
internas y las relacionadas a la formalidad de las citas de American Psicology 
Asociación (APA), todo ello en estricto respeto a los autores y a las normas de 
propiedad intelectual  
 
Asimismo, en el presente tema de investigación se ha optado por respetar las 
opiniones o percepciones vertidas por los distintos autores ya sean en el ámbito 
político o social, y que en las entrevistas realizadas a los entrevistados, se ha 
solicitado todas las formalidades de su participación, como también se les informo 
que se les realizaría una grabación, siendo estas consentidas por los mismos 
entrevistados, también se les informo de los propósitos, fines y objetivos de tema 




















































En el presente capítulo organizaremos y describiremos, los resultados de los 
datos recopilados, teniendo en cuenta los objetivos planteados en la presente 
investigación, los mismos que fueron obtenidos a través de los siguientes 
instrumentos de recolección de datos como la Guía de entrevista, Guía de análisis 
de casos, Guía de análisis normativo, Guía de análisis jurisprudencial. 
 
3.1 Descripción de resultados de la técnica de guía de entrevista 
 
A continuación, consignaremos los datos recopilados de las entrevistas, 
realizadas a Fiscales, Asistentes de Función Fiscal y Abogados Penalistas, que 
laboran cotidianamente en el Distrito Judicial de Lima Norte de acuerdo a los 




Cervera, Peceros, Fernández, Lujan y Ramírez (2017) mencionaron que los 
criterios del Juez, al momento de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte en el 2016, se 
centralizan principalmente en los arraigos y la gravedad de la pena. 
 
Los criterios del juez respecto al arraigo domiciliario, consideran que muchas 
veces no se toman en cuenta la edad de los imputados ya que la mayoría oscilan 
entre los 18 a 25 años y que por su edad cronológica la mayoría serian solteros 
por lo tanto algunos alquilan o viven con sus padres, pues a pesar de las 
declaraciones juradas de domicilio que manifiestan tener para el Juez, no es 
suficiente, porque consideran que al tratarse de una persona soltera no hay nada 
que les vincule al lugar donde a la fecha domicilian,  y que no genera certeza que 
al darle la libertad este se va a sujetar al proceso y que va a vivir en ese lugar. 
 
Los entrevistados consideran que en pleno siglo 21, aún existe discriminación que 
por el hecho de ser joven y solteros se les considere que no tienen arraigo y que 




Del arraigo familiar, refieren que existe controversia de aquellos jóvenes que no 
tienen carga familiar propiamente hijos o descendencia, los jueces consideran que 
existe peligro de fuga porque no hay responsabilidad ante otras personas, los 
entrevistados consideran que es ilógico tomándose en cuenta la edad de los 
mismos y que de la situación que recién se están forjando en la sociedad. 
 
El arraigo laboral, es otro dilema debido que en nuestra sociedad es 
predominante la informalidad, el problema está al momento de acreditar este 
presupuesto procesal debido a que se presentan declaraciones juradas o 
constancias porque trabajan de forma independiente o eventualmente, pues los 
Jueces, consideran que son documentos simples sin valor fehaciente, al menos 
que los mismos cuenten con firmas legalizadas por Notario o Funcionario. 
 
El problema es por la premura de las audiencias de prisión preventiva, que implica 
recabar todos los medios de prueba para acreditar este presupuesto, pues es 
complicado realizar ese tipo de protocolos en poco tiempo, a comparación del 
Ministerio Publico que tiene la potestad de solicitarlo a las instituciones y con 
colaboración de la policía para así poder recabar los medios probatorios tanto de 
cargo como de descargo. 
 
Como también la judicatura puede solicitarlo realizando un cruce de información 
con las distintas instituciones como es de ESSALUD, SUNAT, MINISTERIO DE 
TRABAJO, PNP, etc. que el Juez los requiera antes o durante la audiencia 
consulte en línea para poder acreditar este presupuesto procesal.  
 
Otro criterio es la gravedad de la pena, consideran que este presupuesto es de 
evaluación automática o mecánica que solo basta que el delito cometido supere el 
límite de 04 años para que se determine el riesgo de fuga del imputado, pues no 
haciéndose una doble valoración acerca de las circunstancias del caso concreto. 
En la práctica judicial consideran que existen diversos criterios para evaluar estos 
presupuestos debido al amplio ámbito de discrecionalidad del Juez, consideran 
que muchos se remiten a lo que presenta en la carpeta fiscal, y que son mínimas 
las veces que toma en cuenta lo contrastado por la defensa técnica, pues 
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advirtiéndose una práctica arbitraria la evaluación del presupuesto del peligro de 
fuga, basándose en meras presunciones y no en criterios objetivos. 
  
Martell, Rojas y Chafloque (2017) refirieron que los criterios al evaluar el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en el Distrito 
Judicial de Lima Norte en el 2016, son todos los presupuestos considerados en el 
art. 269 del CPP. 
 
Los criterios que utilizan los Jueces, sobre el arraigo familiar, al momento de 
evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en 
el Distrito Judicial de Lima Norte en el 2016, lo realizan en base a la manifestación 
del imputado y a la constatación domiciliaria realizado por la policía, consideran 
que no es arraigo el hecho de que una persona alquila y recién se ha mudado, y 
que la dirección que figura en su DNI, es distinta a lo manifestado por el imputado, 
pues se denota la inexistencia de este presupuesto por no tener un domicilio fijo o 
permanente. 
 
Arraigo familiar, que es importante acreditar que si tiene familia o dependientes es 
necesario acreditarlo con documentos, que en el caso de aquellos que no tienen 
familia en relación a las personas solteras deben acreditar que tienen 
dependientes como padres o hermanos. 
 
Arraigo laboral es necesario acreditar con un certificado de trabajo o algún 
documento que acredite que efectivamente labora para una empresa o que se 
dedica a una determinada actividad. 
 
De la gravedad de la pena, consideran que al ser más alta la pena es más 
probable que el imputado eluda la acción de la justicia, debido al temor natural de 
perder su libertad individual por un largo periodo de tiempo y también verificar que 
al momento de la intervención de la policía el imputado opuso resistencia para su 




De la magnitud del daño, en el caso del Delito del Tráfico Ilícito de Drogas, el 
daño causado es directamente a la salud física y psicológica de la persona 
humana con efectos irreversibles, como a la estructura social, política y 
económica del Estado. 
 
Objetivo específico 01 
 
A continuación, consignaremos los datos recopilados de las entrevistas, 
realizadas a Fiscales, Asistentes de Función Fiscal y Abogados Penalistas, que 
laboran cotidianamente en el Distrito Judicial de Lima Norte, de acuerdo a los 
objetivos planteados en la presente investigación. 
 
Cervera, Peceros, Fernández y Lujan (2017) refieren que una medida limitativa de 
derechos en especial la prisión preventiva, implica una exigencia estricta y 
excepcional al momento de su evaluación, pues eso es en la teoría porque en la 
práctica judicial en el distrito judicial de Lima Norte, esta medida es utilizada como 
si fuera la única medida cautelar o la regla general, haciendo pues un uso 
excesivo de la misma. 
 
Debido a que los criterios del Juez, no se adecuan al test de proporcionalidad, al 
momento de valorar la medida a imponer según el caso concreto, pues no existe 
un criterio ponderativo para equilibrar la imposición de esta medida con eficacia 
procesal y la restricción de un derecho fundamental, asimismo no se tiene en 
cuenta las circunstancias y la personalidad del imputado. 
 
Asimismo, se puede observar que algunas Jueces, son influenciados ya sea por 
la presión mediática, corrupción de funcionarios entre otros, que de una u otra 
manera influyen en su decisión. 
 
Ramírez, Martell, Rojas y Chafloque (2017) mencionan que los criterios del Juez, 
son adecuados al test de proporcionalidad, porque entre el conflicto de dos 
derechos, se debe de ponderar primero la seguridad de los ciudadanos frente a la 
libertad de una persona que ha incurrido en su agravio. Y por lo general la 
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imposición de una medida de prisión preventiva deviene ser idónea para el 
cumplimiento de tal finalidad.  
 
Objetivo específico 02 
 
Martell, Rojas, Cervera, Peceros, Fernández y Lujan (2017) consideran que en al 
ámbito del Derecho Penal, este principio es muy importante porque aquí en este 
campo se va a determinar la restricción de un derecho básico o fundamental 
como es la libertad personal. Entonces esta debe estar revestida de una debida 
motivación con la finalidad de dar a conocer sobre las razones que le llevo al 
Juez, a determinar tal decisión. 
 
Pues esta resulta contradictoria en la práctica judicial, advirtiéndose una carencia 
de una debida motivación en relación a los autos de prisión preventiva que 
muchas veces lo hacen en remisión a lo que indica la carpeta fiscal, y no lo 
fundamentan en base a criterios concretos u objetivos.  
 
Ramírez y Chafloque (2017) consideran que hace un año se viene implementando 
progresivamente el CPP, de 2004, que a raíz de su vigencia y sus modificatorias, 
pues a pesar de su incorporación en el distrito judicial de Lima Norte. Los Jueces, 
realizan una debida motivación pese a la reforma y a las audiencias que se 
realizan en tiempo real y de forma oral, pues cómo toda figura se viene 
implementando gradualmente podría darse en mínimos casos la posibilidad de 
argumentos exagerados, la cual ya se está implementando poco a poco pues 
cualquier ciudadano que considere que la decisión judicial le perjudica puede 
recurrir a otras instancias para su evaluación en salvaguarda de sus derechos 
fundamentales.   
                                                                                                         
3.2 Descripción de resultados de la técnica de análisis de casos 
 
En este acápite presentaremos un análisis de 10 autos de prisión preventiva, 
realizado por los Jueces del Juzgado Penal de Turno en el Distrito Judicial de 
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Expedientes Nº 2362-2016, 4438-2016, 4262-2016, 1809-2016, 854-2016, 4731-
2016, 4513-2016 y 4825-2016 (2017) se evidencian que para algunos Jueces, el 
criterio utilizado del arraigo domiciliario y familiar, se acredita por la sola 
constatación domiciliaria a nivel policial, en los casos de aquellos imputados que 
alquilan por un tiempo minino de un mes hasta un año la judicatura considera que 
no cumple tal requisito procesal, debido a que no tiene domicilio fijo y que este 
puede variar en cualquier momento.  
 
Existe un problema en cuanto al criterio de valoración del arraigo laboral, no se 
acredita este requisito con la presentación de una constancia o contrato de trabajo 
simple u otros documentos, sino que este debe acreditar personería jurídica en el 
caso de las empresas formales y que sus representantes cuenten con los 
respectivos poderes vigentes al momento de expedir dichos documentos. 
 
Asimismo, en el caso de los independientes es necesario presentar 
documentación con firmas legalizadas por un Notario Público o firmas certificadas 
por un Funcionario Público. Por otro lado, existen otros jueces que consideran 
contratos o constancias de trabajo simples, pues no existe unanimidad de 
criterios. 
 
En cuanto a la gravedad de la pena, en la mayoría de los casos es de aplicación 
automática, sobre la base que la tipificación del delito, basta que sea suficiente 
que la pena supera los cuatro años ya se considera la advertencia de un peligro 
de fuga por parte del procesado, de la magnitud del daño causado, pues en los 
casos del Delito del Tráfico Ilícito de Drogas, queda demostrado el grave daño 
que se genera a la sociedad este es un criterio para determinar la existencia del 




Del comportamiento del imputado antes y durante el procedimiento, el juicio de 
valor que tienen los Jueces, es que el hecho que el imputado al momento de su 
captura puso resistencia es señal objetiva que puede fugar de la justicia, 
asimismo en cuanto a la reincidencia demuestra que el imputado hace del delito 
su modo de vida representando un peligro a la sociedad.  
 
Entonces los criterios del juez al momento de evaluar el peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva, resultan ser muy flexibles, discrecionales hasta 
estereotipados.  
 
Expediente Nº 4501-2016 y 4578- 2016 (2017) se advierten que los Jueces, no 
motivan adecuadamente sus juicios de valoración con respecto a cuales serían 
las razones que les motivo a determinar la existencia del peligro de fuga para 
determinar la afectación de un derecho fundamental como es la libertad individual 
o ambulatoria.   
 
Objetivo específico 01 
 
Expedientes Nº 4825-2016 y 2362-2016 (2017) se puede apreciar que los criterios 
que utilizan los Jueces, si se adecuan al test de proporcionalidad, debido a que la 
medida de prisión preventiva, es la más idónea, y resulta ser legitima porque 
cumple su finalidad de aseguramiento procesal, es necesaria porque es 
imprescindible y no sustituible con otra medida de semejante eficacia y 
proporcional porque entre la medida analizada y la afectación del derecho 
fundamental se basan en limitar la totalidad de consecuencias negativas para los 
agraviados, el normal desarrollo del juicio y la eficacia de una futura sentencia 
condenatoria por lo tanto al estar en prisión impediría tal injerencia de este en el 
proceso penal. 
 
Expedientes Nº 1809-2016, 4731-2016, 4262-2016, 4513-2016 4438-2016 y 854-
2016 (2017) se señalan que los criterios utilizados por los Jueces, no se adecuan 
al test de proporcionalidad, si bien es cierto que la medida aplicada resulta idónea 
porque tienen un fin constitucional, pues no resulta necesaria porque la medida 
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aplicada es de ultima ratio y no la regla, porque existen otras medidas accesorias 
de semejante eficacia, por lo tanto no existe una ponderación entre la medida 
aplicada y la afectación del derecho fundamental. 
 
Esto es debido a la inexistencia de medios probatorios que permitan de manera 
objetiva afirmar una alta probabilidad del peligro de fuga, y no solo en meras 
suposiciones, además se advierte que no se tiene en cuenta el principio de la 
presunción de inocencia, ya que es un derecho básico de toda persona a que se 
presuma inocente hasta que se pruebe lo contrario de acuerdo a ley, con las 
garantías necesarias para su defensa,  entonces si bien cierto la medida es 
legitima pero no resulta ser la más adecuada y necesaria para poder lograr el fin 
constitucional, por esas consideraciones esta medida resulta ilegitima o 
desproporcional.  
 
Expedientes Nº 4501-2016 y 4578- 2016 (2017) se demuestran una clara 
afectación de la vulneración de derechos fundamentales ya que las mismas no 
tienen sustento o respaldo de las razones para que expliquen tal resultado de la 
imposición de una medida de restricciones de derechos.    
 
Objetivo específico 02 
 
Expedientes Nº 4731-2016, 4825-2016, 4262-2016 y 4513-2016 (2017) se 
determina que los Jueces, motivan de forma adecuada sus resoluciones ya que 
plasman de forma expresa la justificación jurídicamente razonada de su decisión, 
en la cual expresan sobre la valoración de los hechos, pruebas y normatividad 
vigente y las circunstancias al momento de determinar el peligro de fuga. 
 
Expedientes Nº 1809-2016, 4438-2016, 2362-2016 y 4438-2016 (2017) señalan 
que los Jueces, no motivan de manera adecuada las resoluciones al momento de 
evaluar el peligro de fuga para determinar la prisión preventiva, porque al 
momento de valorar los medios de pruebas y las circunstancias, los Jueces, en su 
mayoría escogen las más favorables o las adecuan y en extremo descartan las 
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contrarias pues esta práctica con lleva a una distorsión sistemática de su propio 
razonamiento.  
 
Porque ante la existencia de dos hipótesis planteadas tanto por la fiscalía y la 
defensa técnica, el magistrado no contrasta las pruebas tanto de cargo como de 
descargo de una manera motivada y rigurosa. 
 
Expediente Nº: 4501-2016 y 4578-2016 (2017) señalan que los Jueces, no 
motivan de forma adecuada sus resoluciones porque si bien es cierto el juez, está 
en la obligación de poner en conocimiento al ciudadano sobre los hechos, motivos 
y normas, en que se basó su decisión judicial, para descartar cualquier indicio de 
arbitrariedad, para no vulnerar el derecho a un debido proceso.  
 
Pues esta expresión de interiorización interna y externa debe hacerlo en forma 
expresa, pues en los expedientes analizados se advierte que existe una falta de 
motivación de las resoluciones por parte de los jueces, es decir que los 
magistrados no han expresado la exposición de su razonamiento, aun cuando 
este hubiera sido impecable, pues esta omisión resulta ser arbitraria su 
imposición, generando una total escases de credibilidad y verosimilitud en el 
ejercicio de su potestad jurisdiccional. 
 
3.3 Descripción de resultados de la técnica de análisis jurisprudencial 
 
En este acápite se realizará un análisis de las jurisprudencias más resaltantes 
como las jurisprudencias a nivel nacional e internacional de acuerdo con los 




De acuerdo con lo establecido con la Casación Nº 631-2015 - Arequipa, aquí se 
presenta los criterios del Juez, que debe tener en cuenta para determinar la 
existencia del peligro de fuga, este precepto legal se basa acerca de los criterios 
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de valoración del arraigo que se entiende que es el establecimiento de una 
persona que se encuentra vinculada ya sea a personas o cosas.  
 
Desde una perspectiva jurídica se debe tener en cuenta tres dimensiones 1) que 
se vincula en la posesión del bien, es decir que exista un domicilio, una vivienda, 
una ubicación, o dirección conocida; 2) El arraigo familiar son los vínculos 
habituales, lazos familiares con el acusado 3) Arraigo laboral, relacionado con la 
subsistencia u ocupación del acusado que provengan de una trabajo desarrollado 
en el país, se requiere una valoración en conjunto que si de concurrir estas 
circunstancias pues, desincentivan el peligro de fuga del imputado, otro criterio 
relevante como es la moralidad del imputado, basado en la carencia de 
antecedentes penales. 
 
El criterio en relación a la gravedad de la pena, podría ser relevante su valoración, 
pero si no constan elementos de convicción respecto del riesgo procesal no se 
puede dictar automáticamente una medida de limitación de derechos como la de 
la institución objeto de estudio, asimismo otro criterio que la presunción de un 
peligro de fuga no se puede basar por la sola condición de que el imputado sea 
extranjero pues sería discriminatorio, imponerle esta medida por razón de ser 
extranjero.  
 
Según la Casación N° 626-2013 - Moquegua, establece como jurisprudencia 
acerca de  la magnitud del daño causado, pues este criterio es criticado, ya que 
incorpora aspectos de responsabilidad civil a las medidas de limitación de 
derechos de carácter personal, es decir que el resarcimiento del agraviado poco 
tiene que ver con el peligro fuga, el criterio adoptado aunque un poco confuso es 
que se debe valorar atendiendo a una correcta interpretación, sobre la actitud del 
imputado después de haber realizado el hecho delictivo. 
 
Asimismo se exhorta analizar acerca del comportamiento del imputado durante o 
después de la comisión del hecho delictivo, es decir de aquel que consciente de la 
conducta desplegadas escapa o fuga del lugar de los hechos, como también el 
hecho que durante el proceso u otro anterior que se le impuso una medida 
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restrictiva de derechos, pues no autoriza al Juez imponer, por su solo mérito, sino 
de una valoración en conjunto de todas las circunstancias. 
 
El criterio de la pertenencia a una organización criminal, no basta con sindicar la 
existencia de una organización criminal, sino de poder evaluar sus elementos o 
componentes como la pertenencia a una organización criminal, mantenerse de 
forma permanente, pluralidad de agentes, como la relación del imputado. 
Asimismo, se debe motivar en estricto qué peligro procesal se configuraría al 
pertenecer a esta organización, ose una doble valoración.  
 
Objetivo específico 01 
 
Según el Exp. N.° 3357-2003-HC/TC, establece que la medida de prisión 
provisional constituye en restringir derechos fundamentales, como la libertad 
personal, es por esos motivos que esta medida no puede constituirse como la 
regla general, sino lo contrario como una medida excepcional de carácter 
subsidiario, razonable y proporcional.  
 
Exp. N.° 1091-2002-HC/TC en su pronunciamiento refirió que el sólo propósito por 
parte del imputado de obstaculizar y ocultar pruebas pues no da lugar a que el 
juzgador busque otras medidas alternas de menor intensidad que la prisión 
preventiva. Consideramos que es un criterio arbitrario porque la sola presencia de 
este elemento anula la idoneidad de cualquier otra medida coercitiva 
 
Asimismo, la CIDH, ha establecido en el art. 7. 3º, de que ninguna persona puede 
ser sometido a detención por prácticas ilegales o arbitrarias, por lo tanto es 
importante hacer un equilibrio entre la medida a imputar y el peligro procesal. 
 
Sentencia de la CIDH, caso Gangaram Panday Vs. Surinam, se ha establecido 
que ninguna persona puede ser sometida a una detención por causas y métodos 
legítimos, a pesar que estos puedan calificarse como incompatibles con el respeto 




Objetivo específico 02 
 
El Acuerdo Plenario N° 6-2011/CJ-116, ha establecido como doctrina legal que: 
La motivación puede ser escueta, concisa, para ello es necesario que sea 
analizada según el caso concreto, que permita conocer, aun de manera implícita, 
los criterios fácticos y jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión. Basta, 
entonces, que el órgano jurisdiccional exteriorice su proceso valorativo en 
términos que permitan conocer las líneas generales que fundamentan su decisión.  
 
3.4 Descripción de resultados de la técnica de análisis normativo 
 
En este acápite se realizará un análisis normativo de acuerdo con los objetivos 




Res. Administrativa Nº 325-2011, circular de prisión preventiva, aquí se precisa 
con mayor claridad sobre la valoración del presupuesto del peligro de fuga. 
 
Pues el criterio del arraigo, no es requisito fijo sino relativo, es relevante la 
expresión existencia o inexistencia de arraigo, pues se considera que este 
enunciado requiere serios controles en el plano lógico y experimental. Pues si 
partimos que toda persona, hasta un indigente, tiene algún tipo de arraigo.  
 
Entonces un error frecuente en la práctica judicial, es sobre la existencia o 
inexistencia del arraigo cuando el imputado tiene domicilio conocido, trabajo, 
familia, etc. Tal juicio de valoración no se sostiene desde la perspectiva del DPP, 
pues la norma procesal vigente no lo exige sino lo que si se impone es la 
ponderación de la calidad del arraigo. 
 
Otro ejemplo es cuando la conducta desplegada del imputado en el proceso 
penal, a pesar de tener domicilio fijo o conocido o trabajo, pues su conducta es 
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contraria al desarrollo del proceso; entonces esta calidad de arraigo no sería 
suficiente para enervar el peligro procesal. 
 
El criterio a utilizar debe ser relacional analizando caso por caso, de suerte es 
posible determinarse la inexistencia del peligro de fuga, como en otros no. En 
consecuencia, no puede invocarse, la existencia o inexistencia de arraigo, sino 
debe analizarse la calidad del mismo y su relación con otros factores según el 
caso concreto. 
 
El criterio de la gravedad de la pena, se podría decir que no es lo mismo la 
tentativa imposición de una pena privativa de libertad de seis años que de una de 
veinte años, desde una inferencia por las máximas de la experiencia esta 
pronostico puede influenciar radicalmente la conducta procesal del imputado.  
 
Por ello se requiere que los Jueces valoren cada caso concreto; Sin embargo, no 
se debe aplicar esta medida restrictiva de derechos en todos los supuestos, 
cuando la pena supere el limite penológico, asimismo la doctrina ha establecido 
que la pena no puede ser el único criterio que justifique la prisión preventiva, sino 
que esta debe ser analizado en conjunto. 
 
Con respecto a la pertenencia del imputado a una organización delictiva para 
entender la existencia de un peligro procesal, se debe considerar desde el punto 
de las estructuras organizadas que por lo general la tendencia es generar 
estrategias y métodos para beneficiar la fuga de sus integrantes y la 
obstaculización de las fuentes de prueba mediante amenaza, coacción, secuestro, 















































De los entrevistados del distrito judicial de Lima Norte 
 
De los entrevistados, la mayoría señalaron que los criterios del juez, son muy 
flexibles, discrecionales, no son unánimes al momento de evaluar el peligro de 
fuga principalmente existen muchas contrariedades al momento de acreditar el 
arraigo de domicilio, familiar, laboral, debido a diferentes factores como la edad 
cronológica de los imputado entre los 18 a 25 años, el estado civil y la cultura de 
informalidad laboral, asimismo la gravedad de la pena es de aplicación 
automática.  
 
Estas conclusiones son concordantes con Villegas (2016) que no hay criterios 
tasados sobre este presupuesto, sino que la norma penal se limita en fijarlos, no 
existe un análisis automático al contrario esa valoración se deja bajo la 
discrecionalidad del Juez, además debe motivar el fallo de su decisión. 
 
En cambio, un grupo minoritario de los entrevistados señalaron que los criterios 
del Juez, son todos los considerados en el art. 269º del CPP, que los criterios del 
arraigo domiciliario y familiar, se evalúan en base a la manifestación del imputado, 
constatación policial, y que el imputado tenga familia o dependientes con 
documentos fehacientes.  
 
Este criterio resulta antagónico con la postura de Llobet (2009) porque permite 
deducir una flexible y amplia discrecionalidad por parte del Juez, que puede dar 
lugar a criterios arbitrarios, limitando la valoración de otros elementos o 
circunstancias. 
 
Análisis de casos o de expedientes del juzgado penal de turno del distrito 
judicial de Lima Norte 
 
De la mayoría de los casos analizados coinciden con los entrevistados, que los 
criterios son flexibles en especial al momento de valorar el arraigo laboral para 
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algunos es necesario acreditar este requisito con documentos con firmas 
legalizadas o certificadas, en cambio otros jueces consideran contratos o 
constancia simples, pues no hay un criterio uniforme sino flexible.  
 
Estas opiniones ratifican lo dicho por López (2011) pues cuestiona que, en una 
cultura de informalidad, es un problema demostrar el arraigo laboral siendo riesgo 
latente y pérdida de tiempo, la crítica es que el Juez, puede hacer cruce de 
información con las distintas instituciones para su valoración de esta.  
 
Del análisis de casos la minoría de los Jueces simplemente no motivan, no 
expresan sus juicios de valoración de la existencia del peligro de fuga para 
determinar la afectación de un derecho fundamental como es la libertad individual 
o ambulatoria.   
 
Este resultado es contrario a lo mencionado por Bedón (2010) que refiere la 
fundamentación de las resoluciones judiciales, son garantías básicas de un 
debido proceso, exigiendo a los órganos judiciales que deben fundamentar de 
forma clara y precisa los presupuestos o fundamentos de su imposición, que no 
basta con alegar el peligro de fuga, sino que hay que enumerarlas, expresarlas, 





De acuerdo a los datos revelados en los acápites anteriores, los criterios de los 
Jueces, al momento de evaluar el peligro de fuga para determinar la prisión 
preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte, resultan ser criterios muy flexibles, 
discrecionales, estereotipados no son unánimes en la práctica judicial. 
 
Existen muchas contrariedades al momento de acreditar el arraigo de domicilio, 
familiar, laboral, debido a diferentes factores como la edad cronológica, el estado 




Estamos de acuerdo con la circular de prisión preventiva, que este criterio no es 
requisito fijo sino relativo, acerca de la expresión existencia o inexistencia de 
arraigo, se requiere serios controles en el plano lógico y experimental, en el 
sentido que toda persona, hasta un indigente, tiene algún tipo de arraigo, pues lo 
que se exige no es revelar existencia o inexistencia de esta sino la ponderación 
de la calidad del arraigo, porque alguien puede tener todos estos requisitos pero 
eso no deslinda que se evidencia el peligro de fuga por ejemplo. 
 
De la gravedad de la pena, en la práctica judicial es de aplicación automática, no 
se hace una doble valoración entre el limite penológico y las circunstancias. 
Estamos de acuerdo con la Casación Nº 631-2015-Arequipa, que el criterio de la 
gravedad de la pena, podría ser relevante su valoración, pero si no constan 
elementos de convicción objetivos razonados respecto del riesgo procesal no se 
puede dictar automáticamente. 
 
Del daño resarcible cuestionamos, porque aspectos de responsabilidad civil se 
insertan como requisitos para aplicar medidas de restricción de derechos de 
carácter personal, cuando hay vías idóneas para su eficacia, consideramos que 
es inconstitucional este presupuesto. Esta postura se ratifica con la Casación N° 
626-2013-Moquegua, es decir que el resarcimiento del agraviado poco tiene que 
ver con el peligro fuga. 
 
De la conducta procesal del imputado, consideramos que no son indicios objetivos 
sino estereotipados, por el hecho de que el imputado fugue después de cometer 
el hecho delictivo del lugar de los hechos, y que este tiene procesos abiertos o 
concluidos para determinar la existencia del peligro de fuga, pues este criterio no 
se puede aplicar por su solo mérito, sino de una valoración en conjunto de todas 
las circunstancias. 
 
Consideramos que este criterio es muy estereotipado considerar riesgo de fuga 
por la sola pertenencia del imputado a una organización delictiva, esta deberá 
entenderse como una estructura organizada que pueden generar estrategias y 
métodos a través de amenaza, coacción, secuestro, compra, muerte de testigos, 
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etc., además todos los demás elementos en conjunto. Esta postura se respalda 
por la Casación N° 626-2013-Moquegua, no basta con sindicar la existencia de 
una organización criminal, sino que se debe evaluar sus elementos o 
componentes. 
 
Con lo expresado líneas atrás podemos ratificar nuestro supuesto general, que los 
criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la 
prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte en el año 2016, resultan ser 
muy subjetivos, flexibles, estereotipadas, vulnerando derechos fundamentales 
como la libertad personal y la presunción de inocencia. 
 
Objetivo específico 01 
 
De los entrevistados del distrito judicial de Lima Norte 
 
De la mayoría de los entrevistados señalaron que los criterios del Juez, no se 
adecuan al test de proporcionalidad, no existe un criterio ponderativo para 
equilibrar la imposición de esta medida y la restricción de un derecho 
fundamental, asimismo no se tiene en cuenta las circunstancias y la personalidad 
del imputado y sobre todo no se parte del principio de presunción de inocencia.  
 
Este criterio es concordante con Villegas (2016) que para poder considerar que 
una medida de coerción es proporcional, es necesario superar el test de 
proporcionalidad, que se descomponen en juicio de idoneidad, necesidad y de 
proporcionalidad de lo contrario no se adecuaría a este principio y la medida sería 
arbitraria. 
 
 De los entrevistados la minoría mencionan que los criterios del Juez, son 
adecuados al test de proporcionalidad, porque consideran ante el conflicto de dos 
derechos, se debe de ponderar la seguridad de los ciudadanos frente a la libertad 
de una persona que ha incurrido en su agravio, y que la medida de prisión 
preventiva resulta ser la más idónea para el cumplimiento de tal finalidad.  
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Es cuestionable por Sanguine (2003) aclarando que el principio de 
proporcionalidad, al momento de aplicar la prisión provisional, tiene como finalidad 
solucionar una controversia entre la libertad individual y la seguridad del individuo, 
es decir que el Juez, debe equilibrar o delimitar un punto medio no 
matemáticamente hablando sino evaluando desde de una jerarquía de valores o 
principios constitucionales, como el principio supremo del favor libertatis. 
 
Análisis de casos o de expedientes del juzgado penal de turno del distrito 
judicial de Lima Norte 
 
Se llegó a concluir que la mayoría de los criterios utilizados por los Jueces, no se 
adecuan al test de proporcionalidad, si bien es cierto que la medida aplicada 
resulta idónea porque tienen un fin constitucional, pues no resulta necesaria 
porque la medida aplicada es de ultima ratio y no la regla, porque existen otras 
medidas accesorias de semejante eficacia, por lo tanto, no existe una 
ponderación entre la medida aplicada pues resulta ilegitima o desproporcional. 
Asimismo, una minoría de los casos analizados los Jueces, no motivan las 
razones de su decisión simplemente imponen esta medida gravosa, se 
demuestran una clara afectación de la vulneración de derechos fundamentales 
 
Si evidencia la vulneración de derechos fundamentales de los procesado, así lo 
ratifica la CIDH, ha establecido en el art. 7. 3º, de que ninguna persona puede ser 
sometido a detención por prácticas ilegales o arbitrarias, por lo tanto, es 
importante hacer un equilibrio entre la medida a imputar y el peligro procesal. 
 
Del análisis de casos se llegó a concluir que la minoría los criterios de los Jueces, 
se adecuan al test de proporcionalidad, porque entre la medida analizada y la 
afectación del derecho fundamental se basan en limitar la totalidad de 
consecuencias negativas para los agraviados. 
 
Siendo concordantes con Villegas (2016) que refiere que el Juez, debe imponer 
entre todas las medidas del ordenamiento jurídico la medida que resulten idóneas 
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utilizando la menos gravosa o de menor grado de limitación de los derechos 




De acuerdo a los resultados revelados se concluye que los criterios de los Jueces, 
no se adecuan al test de proporcionalidad, que la aplicación de medida no es de 
ultima ratio y si no en la práctica judicial es la regla general, es mecánica, porque 
no utilizan otras medidas accesorias de semejante eficacia, por lo tanto, no existe 
una ponderación entre la medida aplicada, pues esta valoración resulta ilegitima o 
desproporcional. 
 
Esta opinión se ratifica lo dicho Villegas (2016) refiere para que una limitación de 
derechos fundamentales sea legitima es necesario que sea proporcional entre la 
medida examinada y el grado de afectación del derecho fundamental, es decir un 
juicio de valor ponderativo de intereses contrapuestos. 
 
Para finalizar se puede ratificar el supuesto especifico 02, acerca delos criterios 
del Juez, no se adecuan al test de proporcionalidad al momento de evaluar el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva. 
 
Objetivo específico 02 
 
De los entrevistados del distrito judicial de Lima Norte 
 
De los entrevistados la mayoría consideran los Jueces, motivan de una manera 
inadecuada advirtiéndose una carencia de una debida motivación, muchas veces 
lo hacen en remisión a lo que indica la carpeta fiscal, y no lo fundamentan en 
base a criterios concretos u objetivos.  
 
Estamos de acuerdo con Bedón (2010) que señala que fundamentación de las 
resoluciones judiciales, son garantías básicas de un debido proceso, exigiendo a 
los órganos judiciales que deben fundamentar de forma clara y precisa los 
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presupuestos o fundamentos de su imposición, que no basta con alegar el peligro 
de fuga, sino que hay que enumerarlas, describirlas, explicarlas, siendo estas 
objetivas y así descartar cualquier arbitrariedad.  
 
En cambio, la minoría de los entrevistados consideran que Los Jueces, realizan 
una debida motivación pese a la reforma y las audiencias que se realizan en 
tiempo real y de forma oral, pues cómo toda figura se viene implementando 
gradualmente podría darse en mínimos casos la posibilidad de argumentos 
exagerados, pues cualquier ciudadano que considere que la decisión judicial le 
perjudica puede recurrir a otras instancias para su evaluación en salvaguarda de 
sus derechos fundamentales.   
                                                                                                        
Este criterio es cuestionable según lo referido por Villegas (2016) pues que no se 
trata, que el Juez, explique o que ponga de manifiesto esos motivos, sino para 
determinar si son aceptables desde la óptica del ordenamiento jurídico, que bajo 
esta óptica es rechazable esa postura. 
 
Análisis de casos o de expedientes del juzgado penal de turno del distrito 
judicial de Lima Norte 
 
Se evidencia que la mayoría de los Jueces, no motivan de manera adecuada las 
resoluciones al momento de evaluar el peligro de fuga, porque al momento de 
valorar los medios de pruebas y las circunstancias la mayoría escogen las más 
favorables o las adecuan y en extremo descartan las contrarias, pues esta 
práctica con lleva a una distorsión sistemática de su propio razonamiento, como 
también alguno no se pronuncian o no motivan sus resoluciones siendo arbitrarias 
su imposición, generando una total escases de credibilidad y verosimilitud en el 
ejercicio de su potestad jurisdiccional. 
 
Señalan el análisis de casos que la minoría de los Jueces, motivan de forma 
adecuada sus resoluciones ya que plasman de forma expresa la justificación 
jurídicamente razonada de su decisión, en la cual expresan sobre la valoración de 
70 
 
los hechos, pruebas y normatividad vigente y las circunstancias al momento de 
determinar el peligro de fuga. 
 
Pues esto no se cumple, según lo señalado por Del Rio (2016) que la motivación 
de las decisiones de la autoridad judicial, son la base principal de un 
ordenamiento jurídico, porque es la única manera de comprobar en sentido 
estricto, los juicios de valoración para en determinar que la medida adoptada es 





Consideramos que en la práctica judicial motivan los Jueces de una manera 
inadecuada motivan, las resoluciones para determinar el peligro de fuga, debido a 
que no hay una valoración estricta de los medios de prueba ofrecidos por las 
partes procesales, muchas veces escogen las más favorables o las adecuan y en 
extremo descartan las contrarias, e imponen la medida más delicada de todo el 
ordenamiento jurídico, pues esta mala práctica distorsiona sistemática de su 
propio razonamiento.  
 
Consideramos que la contrastación de pruebas en contrario es indispensable para 
justificar los fundamentos de su decisión, que el Juez valore no solo las hipótesis  
positivas, sino también las hipótesis negativas para poder otorgar una decisión 
final, hora bien esta fundamentación no se requiere de sea una argumentación 
extensa, ni tampoco escueta, sino que sea suficiente, lo que rechazamos en todos 
los extremos que exista una falta de motivación de forma expresa del órgano 
jurisdiccional, que en algunos de los autos si se advierte esta mala práctica. 
Vulnerándose derechos del debido procedimiento entre otros.  
 
Con lo referido podemos ratificar nuestro supuesto especifico 2, que la manera 
cómo motivan los jueces las resoluciones sobre el presupuesto del peligro de fuga 
para determinar la prisión preventiva resulta ser inadecuada, superflua, 






































Primera: Se concluye que la prisión preventiva, es la medida más irreflexiva que 
se le puede interponer aun procesado durante un proceso penal, a través de una 
resolución judicial estrictamente motivada con carácter provisional, basados en la 
eficacia del proceso penal, para su determinación se debe evaluar de forma 
conjunta sus presupuestos, siendo el más controversial el peligro de fuga. La 
investigación refiere que el criterio del Juez, al evaluar el peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva, resultan ser criterios muy flexibles, 
discrecionales, estereotipados que no son unánimes al momento de acreditarlos, 
el más debatible son los arraigos, debido a diferentes factores de valoración como 
la edad cronológica, el estado civil  de los procesados y la cultura de informalidad 
laboral, aunado la mala práctica judicial al tratar de revelar la existencia o 
inexistencia de esta, cuando lo correcto es la ponderación de la calidad del 
arraigo; La gravedad de la pena en la actualidad es de aplicación automática, lo 
correcto es hacer una doble valoración entre el limite penológico y las 
circunstancias; Del daño resarcible, pues se rechaza categóricamente ya que es 
inconstitucional, que aspectos de responsabilidad civil no deben ser requisitos 
para aplicar medidas restrictivas de derechos fundamentales; De la conducta del 
imputado, no se debe aplicarse por su solo mérito, sino de una valoración en 
conjunto, de la existencia de una organización criminal, debe evaluarse sus 
elementos o componentes. 
 
Segunda: Asimismo, se concluye que los criterios del Juez, no se adecuan al test 
de proporcionalidad, porque no existe una ponderación entre la medida 
examinada y el grado de afectación del derecho fundamental, debido a la 
inexistencia de medios probatorios que permitan de manera objetiva afirmar una 
alta probabilidad del peligro de fuga, sustentándose en meras suposiciones, así 
mismo no se toma en cuenta el principio de la presunción de inocencia, ya que es 
un derecho básico de toda persona a que se presuma inocente hasta que se 
pruebe lo contrario de acuerdo a ley, entonces si bien cierto la medida es legitima 
pero no resulta ser la más adecuada y necesaria para poder lograr el fin 
constitucional, además obvian otras medidas accesorias a la prisión preventiva 
como el pago de una fuerte caución o comparecencia restrictiva, etc. Por esas 
consideraciones esta medida resulta ser ilegitima o desproporcional. 
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Tercera: Para finalizar los Jueces, motivan de una manera inadecuada sus 
resoluciones sobre el presupuesto del peligro de fuga al momento de determinar 
la prisión preventiva, por falta de valoración estricta de los medios de prueba, es 
decir la contratación de pruebas en contrario, que el magistrado valore no solo las 
hipótesis positivas, también las hipótesis negativas ofrecidos por las partes 
procesales, se evidencia que muchas veces escogen las más favorables o las 
adecuan y en extremo descartan las contrarias, e imponen la medida más 
delicada de todo el ordenamiento jurídico, pues esta mala práctica distorsiona 
sistemáticamente su propio razonamiento, asimismo se ha evidenciado autos con 
falta de motivación, la cual rechazamos en todos sus extremos resoluciones sin 
estar debidamente motivados de forma expresa por el órgano jurisdiccional, ya 


























































Primera: Se recomienda a todos los operadores de justicia, antes de aplicar la 
medida de prisión preventiva, basados en el peligro de fuga, que utilicen criterios 
razonables, objetivos, proporcionales, así mismo invoco a que se utilicen 
instrumentos en línea, que los Jueces, puedan tener acceso para consultar con 
las instituciones públicas y privadas, para poder aclarar dudas o acreditar 
documentación en las audiencias siendo así dinámicas y no mecánicas como lo 
son ahora. Con la finalidad de no vulnerar derechos fundamentales como la 
presunción de inocencia y la libertad personal. 
 
Segunda: Que, antes de solicitar esta medida gravosa apliquen primero el test de 
proporcionalidad de forma estricta, para comprobar que la medida a utilizar no 
presente ninguna arbitrariedad, que se utilicen otras medidas accesorias de 
semejante eficacia que tiene nuestro ordenamiento jurídico vigente, como la 
vigilancia electrónica, comparecencia simple o restringida, detención domiciliaria, 
la limitación de salida o la suspensión de derechos, entre otras, asimismo primero 
partan del principio de la presunción de inocencia, y no aplicar 
indiscriminadamente esta medida. 
 
Tercera: para finalizar se recomienda a los Jueces, la debida motivación de las 
resoluciones o fallos judiciales con el propósito de al momento de evaluar los 
medios de prueba, hechos, circunstancias, normas nacionales e internacionales, 
también valore no solo las hipótesis positivas, también las hipótesis negativas, 
para luego contrastarlas, que al momento de resolver pueda expresar las razones 
o justificaciones objetivas que le llevaron a tomar tal decisión, se rechaza las 
resoluciones que no son debidamente motivadas, exhortamos enérgicamente a 
las autoridades tomar medidas correctivas, hasta pecuniarias de tal omisión, 
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ANEXO 01: Matriz de consistencia 
 





TÍTULO DEL TRABAJO 
DE INVESTIGACIÓN 
 
“Criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 







¿Cuáles son los criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del 
peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en el Distrito 







1.- ¿De qué manera los criterios del Juez, se adecuan al test de 
proporcionalidad al momento de evaluar el presupuesto del peligro 
de fuga para determinar la prisión preventiva? 
 
2.- ¿De qué manera el Juez, motiva sus resoluciones sobre el 









Los criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga 
para determinar la prisión preventiva, resultan ser muy 
estereotipadas, flexibles, vulnerándose derechos fundamentales 









1.- los criterios del Juez, no se adecuan al test de proporcionalidad al 
momento de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva. 
 
2.- La manera cómo motivan los jueces las resoluciones sobre el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva 
resulta ser inadecuada, superflua, vulnerándose derechos 
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Establecer cuáles son los criterios del Juez, al evaluar el 
presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión preventiva 








1.- Examinar la manera en que se adecuan al test de 
proporcionalidad al momento de evaluar el presupuesto del peligro 
de fuga para determinar la prisión preventiva. 
 
2.- Analizar la manera en que el Juez, motiva sus resoluciones sobre 
el presupuesto del peligro de fuga al momento de determinar la 
prisión preventiva. 
 
ENFOQUE DE LA 
INVESTIGACIÓN  
 
Investigación enfoque Cualitativo 
 





POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
Distrito Judicial de Lima Norte – Juzgado Penal de Turno  
 
 




ANÁLISIS DE DATOS  














Entrevista al Fiscal Provincial de la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de 

















Entrevista al Fiscal Provincial de la Tercera Fiscalía Provincial Mixta de 

















Entrevista al Fiscal Adjunto Provisional de la Fiscalía Provincial de Transito y 

















Entrevista al Asistente de Función Fiscal de la Tercera Fiscalía Provincial de 





















































































ANEXO 2-I: Guía de Entrevista 
 
 
Título: “Criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 
determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte.2016” 
 
Entrevistado/a:  




Establecer cuáles son los criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del 
peligro de fuga para determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial 
de Lima Norte en el 2016. 
 
1.- ¿En su opinión, que criterios cree usted, que toma en cuenta el Juez, al 
momento de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la prisión 













2.- ¿De los mencionados anteriormente, ¿cuáles serían a su juicio los más 













OBJETIVO ESPECÍFICO: 01 
 
Examinar la manera en que se adecuan al test de proporcionalidad al 
momento de evaluar el presupuesto del peligro de fuga para determinar la 
prisión preventiva. 
 
3.- ¿Para usted, que criterios extrapenales utiliza el juez al momento de evaluar el 













4.- ¿Desde su perspectiva considera usted, que los criterios del Juez, se adecuan 
al test de proporcionalidad al momento de evaluar el peligro de fuga para 











OBJETIVO ESPECÍFICO: 02 
 
Analizar la manera en que el Juez, motiva sus resoluciones sobre el 
presupuesto del peligro de fuga al momento de determinar la prisión 
preventiva. 
 
5.- ¿En su experiencia laboral considera que los jueces realizan una debida 
motivación en sus resoluciones al momento de evaluar el presupuesto del peligro 















Guía de Análisis Jurisprudencial Casación Nº 631-2015-Arequipa 
 
 
Título: “Los criterios del juez al evaluar el presupuesto del peligro de fuga para 




Establecer cuáles son los criterios del Juez, al evaluar el presupuesto del peligro de fuga 
para determinar la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Norte en el 2016. 
 
Supuesto general:  
Los criterios que utilizan los jueces para determinar el presupuesto del peligro de fuga en 
las audiencias de prisión preventiva del juzgado penal de turno permanente - Lima Norte 
– 2016, resultan ser criterios muy subjetivos, flexibles, vulnerando derechos 
fundamentales como la libertad personal y la presunción de inocencia. 
 
Identificación del objeto de Análisis 
 
Jurisprudencias: Sala penal transitoria Casación N° 626-2013 MOQUEGUA  
Procedencia: Perú  
Tema: Derecho Penal. 
Jurisprudencias: Sala penal transitoria Casación N° 631-2015 AREQUIPA 
Procedencia: Perú  













Guía de Análisis Normativo - Circular sobre prisión preventiva, resolución 
administrativa Nº 325-2011-P-PJ. 
 
Identificación del objeto de Análisis 
Norma: CIRCULAR SOBRE PRISIÓN PREVENTIVA, RESOLUCION ADMINISTRATIVA Nº 325-
2011-P-PJ 
Procedencia: PERU 







Guía de Análisis de Casos - del Juzgado de Turno Permanente de Lima Norte. 
 
Identificación del objeto de Análisis 
 






































ANEXO 03:  
 
Validación de Instrumentos 
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